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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“Año del Centenario de la Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”


	



SEGUNDA SESION DEL SEGUNDO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES.

TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
6 de Septiembre de 2017.
Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:

Muy buenos días, tengan todas y todos ustedes,  quienes nos acompañan en esta mañana. 

Damos inicio a la Segunda Sesión del Segundo   Período  Ordinario de Sesiones del  Tercer  Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.  

Esta Presidencia se solicita a las Diputadas y Diputados que registremos nuestra asistencia mediante el sistema electrónico y le solicito a la Diputada Martha Garay Cadena,  se sirva   informar sobre el número de integrantes  del  Pleno que estén presentes y si existe quórum  para el desarrollo de la sesión,   no sin antes mencionar que la Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga y la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar no asistirán a la presente sesión por causa justificada. 

Se abre el sistema de asistencia.   Se cierra el  sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena: 

Diputado Presidente,  le informo que estamos presentes 21 Diputadas y Diputados, que somos la mayoría de los integrantes del Pleno,  por lo cual existe quórum  legal para el desarrollo  de la sesión. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias,  Diputada Secretaria. 

Habiendo quórum, se declara abierta esta sesión y válidos los acuerdos que se aprueben en la misma.

Esta Presidencia quiere dar la más cordial de las bienvenidas a los alumnos de la Universidad La Salle, carreras de Ciencia Políticas y Gestión Pública, Derechos con Acentuación en América del Norte, de Primero, Tercero y Quinto Semestre, acompañados por la Doctora Juana María Peña Lara, Catedrática de la Universidad y también dar la más cordial de la bienvenidas a los alumnos de la UANE Saltillo del primer semestre de Sociología Jurídica y Derecho, invitados por la compañera Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez.  Sean todas y todos ustedes bienvenidos. 

 A continuación esta Presidencia solicita al  Diputado Secretario  Javier Díaz González,  se sirva dar lectura al Orden del Día propuesto para el desarrollo de esta sesión. 

Adelante Diputado. 

Diputado Secretario Javier Díaz González:

Con su permiso,  Diputado Presidente. 

Orden del Día de la Segunda Sesión del Segundo Período Ordinario de Sesiones, del Tercer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

6 de septiembre del año 2017.

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

2.- Declaratoria de apertura de la sesión. 

 
3.- Lectura, discusión y, en su caso,  aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de la sesión. 

4.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de la Minuta de la sesión anterior.

5.- Lectura del informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado.

6.- Lectura de Iniciativas de Diputadas y Diputados:
A.- Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el contenido de la fracción II del Artículo 25, y adicionar un segundo párrafo a la fracción X del Artículo 32, de la Ley de Asistencia Social y Protección de Derechos y modificar el contenido del Artículo 71, adicionando un segundo párrafo al mismo; de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas, ambas del Estado de Coahuila de Zaragoza, que presenta la Diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, en materia de apoyos financieros a albergues privados que colaboren con las autoridades estatales sobre el resguardo, custodia o acogida temporal de menores en situación de riesgo o vulnerabilidad.

B.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se modifican diversas  disposiciones al Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, mediante la cual propone reducir los recursos públicos destinados a las campañas políticas.
C.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se establece la celebración de las cabalgatas de Sabinas y Santo Domingo, como orgullo e identidad del Municipio de Sabinas, Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Carolina Morales Iribarren, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional.

7.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:
A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto que modifica diversas disposiciones de la Ley para la Familia, del Código de Procedimientos Familiares, del Código Procesal Civil y del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, con la finalidad de garantizar el acceso a la justicia, agilizar procesos, mejorar la efectividad de las normas y actualizar instituciones de conformidad a los nuevos criterios jurisprudenciales.

B.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, relativo a una Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se crea la Ley de Pensiones del Municipio de Múzquiz, Coahuila de Zaragoza, planteada por el Ayuntamiento del Municipio de Múzquiz, Coahuila de Zaragoza.  

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Francisco I. Madero, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito, un bien inmueble con una superficie de 1,409.06 M2., ubicado en el poblado “Jaboncillo” de esa ciudad, a favor del Gobierno del Estado, para que sea destinado a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, con objeto de que se lleve a cabo la construcción de un edificio para las instalaciones de un Ministerio Público del Fuero Común, el cual fue desincorporado con Decreto número 819 publicado en el Periódico Oficial de fecha 05 de mayo de 2017.

D.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Zaragoza, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito, un bien inmueble con una superficie de 1,200.20 M2., ubicado en el fraccionamiento “Miguel Ortiz San Ángel” de esa ciudad, a favor del Gobierno del Estado, para que sea destinado a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, con objeto de que se lleve a cabo la construcción y equipamiento de la Unidad de Atención Integral y las Unidades de Investigación para el Nuevo Sistema de Justicia Penal, el cual fue desincorporado con Decreto número 631 publicado en el Periódico Oficial de fecha 17 de enero de 2017.

E.- Dictamen presentado por la Comisión de Deporte y Juventud, con relación a una Iniciativa de reforma a la Ley del Instituto de Becas y Apoyos Financieros para la Educación del Estado de Coahuila, en la que se plantea considerar indispensable incluir a las personas que se puedan encontrar en situación de vulnerabilidad, como a personas con discapacidad, desplazadas, refugiadas, migrantes, víctimas de delito o violaciones graves a derechos humanos, planteada por la Diputada Martha Hortensia Garay Cadena, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional.

F.- Dictamen presentado por la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, con relación a un oficio enviado por el Secretario del Ayuntamiento de Torreón, Coahuila, mediante el cual envía una certificación de un acta de cabildo, en la que hace del conocimiento de este Congreso, que el Ayuntamiento de dicho Municipio, autorizó la actualización o cambio de denominación del contrato de concesión de la prestación del servicio de agua potable y saneamiento de la Colonia Torreón Jardín.

G.- Dictamen presentado por la Comisión de Igualdad y No Discriminación, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 11 y 13, de la fracción III de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila, mediante el cual propone que sean consideradas las prácticas  discriminatorias los estereotipos sexistas o rangos de edad en las convocatorias laborales.

H.- Dictamen presentado por la Comisión de Igualdad y No Discriminación, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que reforma y adiciona las fracciones III y IV, recorriendo las ulteriores del Artículo 43, de la Ley de Igualdad entre las Mujeres y Hombres en el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila, conjuntamente con el Diputado Francisco Tobías Hernández, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, mediante el cual propone garantizar la implantación de mecanismos que promuevan la participación equilibrada entre mujeres y hombres en los cargos de elección popular, así como promover la participación equitativa de mujeres y hombres en órganos político-administrativos.
I.- Dictamen presentado por la Comisión de Igualdad y No Discriminación, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que reforma y adiciona el Artículo 13, fracciones XXIX y XXX, recorriendo la ulterior, de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila, mediante el cual propone que sean consideradas como prácticas discriminatorias el criminalizar a cualquier persona, grupo o comunicad, así como el impedir el acceso a los inmuebles que brinden servicio o atención al público derivada de falta de accesibilidad.

8.- Clausura de la sesión y citatorio para la próxima sesión.
Diputado Presidente, cumplida la lectura del Orden del Día. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias,  Diputado Secretario. 

Se somete a consideración el Orden del Día.   Si alguien desea intervenir.

No habiendo  intervenciones,  se somete a votación el Orden del Día, pidiéndose a las Diputadas y Diputados presentes que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y al  Diputado Javier Díaz González,  que tome nota de la votación e informe sobre el resultado.

Se abre el  sistema de votación.   Se cierra el sistema.  

Diputado Secretario Javier Díaz González:

Diputado Presidente, se informa  el resultado de la votación  es el siguiente: 20 votos a favor; 0   en  contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias,  Diputado Secretario. 

Conforme el resultado de la votación, se aprueba por unanimidad  el Orden del Día propuesto para el desarrollo de esta sesión en los términos en que fue presentado.

Se  informa que por acuerdo de los integrantes de la Junta de Gobierno se solicita la dispensa de la lectura a la Minuta de la sesión anterior,  la cual  se somete a  su consideración.  Si alguien desea intervenir. 

No habiendo intervenciones, se somete a votación la referida propuesta de dispensa, y le solicito a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena,  tome nota de la votación e informe sobre el resultado.  

Se abre el sistema de votación.    Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena: 

Diputado Presidente,   el resultado de la votación es 20  votos a favor;  0  votos en contra  y  0 abstenciones.

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:

Gracias,  Diputada Secretaria. 

Se aprueba por unanimidad  la propuesta para la dispensa de la lectura del  asunto antes  mencionado,   por lo que se somete a consideración la Minuta de la sesión anterior.   Si alguien desea intervenir, sírvase  manifestarlo. 

No habiendo intervenciones, se somete a votación la Minuta de la sesión anterior y  le solicito a  la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena,  se sirva   tomar  nota de la votación  e informar  sobre el resultado. 

Se abre el  sistema de votación.     Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena.

Diputado Presidente,  el resultado de la votación es  20  votos a favor; 0  votos en contra  y    0 abstenciones.  

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Se aprueba por  unanimidad  la Minuta de la sesión anterior en los términos en que fue presentada. 

MINUTA DE LA PRIMERA SESIÓN DEL SEGUNDO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, DEL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, EN EL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO Y SIENDO LAS 9:00 CON 07 MINUTOS, DEL 1 DE SEPTIEMBRE DEL AÑO 2017, DIO INICIO LA SESIÓN ESTANDO PRESENTES 20 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS DE LA SIGUIENTE MANERA:

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

2.- LA PRESIDENCIA LLEVÓ A CABO LA DECLARATORIA DE APERTURA DEL SEGUNDO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES DEL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL ESTADO.
3.- POR UNANIMIDAD DE VOTOS SE APROBÓ LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR, DISPENSÁNDOSE SU LECTURA.

4.- EL DIPUTADO LUIS GURZA JAIDAR, PRESIDENTE DE LA DIPUTACIÓN PERMANENTE DIO LECTURA AL INFORME DE LOS TRABAJOS DESARROLLADOS POR LA DIPUTACIÓN PERMANENTE DEL SEGUNDO PERÍODO, DEL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO.

5.- LA PRESIDENCIA LLEVO A CABO LA TOMA DE PROTESTA DE LOS INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE SELECCIÓN QUE DESIGNARÁ AL CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL SISTEMA ESTATAL ANTICORRUPCIÓN, DE LOS SIGUIENTES LICENCIADOS CARLOS ALBERTO ARREDONDO SIBAJA, ROBERTO CABELLO ELIZONDO, MARÍA DEL CARMEN RUIZ ESPARZA CONTRERAS, JESÚS CONTRERAS GARCÍA, BLAS JOSÉ FLORES DÁVILA, ANA CECILIA MATA RODRÍGUEZ, SERGIO FERNANDO ALANÍS ORTEGA  Y LUIS FERNANDO GARCÍA ABUSAÍ.
EN BREVES MINUTOS SE PRESENTARON LOS DIPUTADOS QUE NO PASARON LISTA AL INICIO DE LA SESIÓN, PRESENTÁNDOSE FINALMENTE 24 DIPUTADAS Y DIPUTADOS DE LA LEGISLATURA.

NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR TERMINADA LA SESIÓN, SIENDO LAS 10:00 CON 54 MINUTOS DEL MISMO DÍA, CITANDO A LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS A LA SEGUNDA SESIÓN ORDINARIA A LAS 11:00 HORAS DEL 6 DE SEPTIEMBRE DEL 2017.
SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 1 DE SEPTIEMBRE DEL 2017

DIP. SERGIO GARZA CASTILLO.

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA.

	DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ.
SECRETARIO.
	DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA.
SECRETARIA.


Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:
A continuación, esta Presidencia le solicita al Diputado Secretario Javier Díaz González, se sirva dar lectura al informe de correspondencia y documentación recibida.  Adelante Diputado. 

Diputado Secretario Javier Díaz González:

Informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado

6 de septiembre de 2017

1.- Informe presentado por el C.P. José Antonio Gutiérrez Jardón, Secretario de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo, con relación a la gira de promoción económica realizada por una delegación de funcionarios del estado y empresarios, por los países de Francia y Alemania, del 11 al 26 de junio del presente año.

Túrnese a la Comisión de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo

2.- Oficio del Secretario Técnico del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, mediante el cual informa sobre la designación del Licenciado Luis González Briseño, como Comisionado Presidente del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, por un periodo de 3 años a partir del día 30 de agosto de 2017.

Túrnese a la Comisión de Transparencia  y Acceso a la Información

3.- Oficio de la Vicepresidenta de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, mediante el cual informa de la aprobación de un dictamen, sobre implementación de medidas que reduzcan la pérdida y desperdicio de alimentos en los mercados y centros de abasto.

Túrnese a la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua

4.- Oficio de la Vicepresidenta de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, mediante el cual informa de la aprobación de un dictamen, sobre acciones tendientes a erradicar la violencia hacia niñas, niños y adolescentes.

Túrnese a la Comisión Especial  para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes

5.- Oficio de la Vicepresidenta de la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, mediante el cual informa de la aprobación de un dictamen, sobre medidas tendientes a prevenir el consumo de bebidas alcohólicas a temprana edad y disminuir los riesgos a la salud por la ingesta de alcohol.

Túrnese a la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua

6.- Oficio del presidente municipal de San Pedro, mediante el cual reenvía una iniciativa de reforma a la Ley de Ingresos de dicho municipio, para el ejercicio fiscal del 2017,en el titulo segundo de las contribuciones.

Túrnese a la Comisión de Hacienda

7.- Iniciativa de  la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Coahuila, planteada por el Gobernador del Estado.

Túrnese a la Comisión Especial Encargada de Atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción

8.- Comunicación del Ingeniero  Sergio Dávila Flores, mediante la cual informa que le será imposible participar como integrante de la Comisión de Selección que deberá nombrar al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Anticorrupción del Estado, y que declina ese cargo por razones urgentes de carácter personal.

Túrnese a la Comisión Especial Encargada de Atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción

Diputado Presidente, cumplida la lectura de la correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputado Secretario. 

Esta Presidencia, a continuación concede el uso de la voz a la Diputada Lariza Montiel Luis, para dar lectura a la iniciativa que se encuentra consignada en el Punto 6 A del Orden del Día previamente aprobado. 

Diputada Lariza Montiel Luis:

Muy buenos días, compañeras y compañeros Diputados. 

El día de hoy tomo esta tribuna para presentar una iniciativa para justificar-motivar la presentación de una iniciativa por parte del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, que tiene que ver con la atención que el estado debe brindar a todos y cada uno de los centros que albergan a niñas, niños y adolescentes que se encuentran bajo el cuidado del estado, bajo el cuidado y resguardo del estado, pero que por motivos o circunstancias, sea de abandono o de una controversia respecto a su situación jurídica deben de estar, deben de ser llevados a un centro de atención, y para esto, se toma esta disposición, esta organización y esta operación con la que ya cuentan las casas-hogar o lo que conocemos nosotros como albergues a lo largo y ancho de nuestro estado. 

Como todos sabemos, bueno pues  la protección al interés superior de la niñez es uno de los temas que hemos abordado, tanto en materia legislativa, como en acciones y políticas públicas desde el Poder Ejecutivo en los últimos años.

Es un tema trascendental y debe de ser prioridad para todos y cada uno de los rubros que el estado maneja y uno de ellos es el presupuesto o los recursos públicos, la atención que requiera, justamente garantizar esa protección del interés superior de la niñez. 

Y en este sentido, el llamado que hoy hacemos a ustedes a través de la iniciativa que sometemos a su valoración, principalmente turnándose a la comisión para después ser traída aquí a través de un dictamen a votación, es con la finalidad de que el estado asuma la responsabilidad, esta responsabilidad tan importante que se obtiene derivado de una intervención que realizan a través del DIF o la PRONNIF para separar a los niños,  niñas o adolescentes del seno familiar cuando se considera así, evidentemente, a través de un procedimiento en el que se desahogarán todas las garantías para los padres y los niños, pero que durante el mismo es necesario llevarlos a que sean resguardados en casas hogares. 

En primera instancia, todos sabemos que la manutención corresponde a los padres, pero muchas veces y sobre todo en el caso de aquellos niños que están sujetos a un procedimiento para definir su situación jurídica, es decir, la patria potestad, si mantienen la patria potestad los padres o la custodia los padres o alguno de sus familiares, evidentemente nos encontramos en una situación de controversia y en esta controversia muchas veces puede basarse justamente en la falta de atención de los padres a estos niños, de manera suficiente para garantizarles justamente esas condiciones prioritarias. 

Y en este sentido nosotros consideramos que si existe una intervención por parte del estado a través de la PRONNIF, entonces debe de solicitársele a la autoridad judicial que se pronuncie en términos de garantizar los alimentos para los niños en el lugar en donde se encuentren, si están resguardados en un centro o en una casa hogar, a esa casa hogar deberán destinarse los recursos suficientes para que todas las acciones encaminadas y todos los gastos encaminados a garantizar su manutención, alimentación, vestido y educación, puedan ser desplegados y a los niños, niñas o adolescentes no les haga falta ninguna de estas, en ninguno de estos rubros algo para su manutención. 

Y por otra parte, en el caso de que si justamente se pueda garantizar a través de, o cargo de los padres esta manutención, entonces la intervención del estado tiene que garantizar también los recursos suficientes para que las casas-hogar puedan darles todos estos, garantizarles todos estos rubros.

Y en ese sentido nosotros proponemos la modificación de diversos artículos de la Ley de Asistencia Social, concretamente adicionar la fracción  II del artículo 25, lo mismo que la fracción X del artículo 32, y modificar igualmente el artículo 71 de la Ley del Sistema Estatal de Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, para que se incluya en la facultad que tiene el organismo DIF  de celebrar convenios y contratos con organismos de los sectores privados y social, en materia de asistencia pública y de asistencia social que así como se determinarán las acciones de orientación, estimulo y apoyo que estos lleven a cabo para apoyar al estado.

También se definan los montos de apoyos financieros que deban entregarse a estas instituciones de albergues privados que colaboran con las autoridades estatales en materia de resguardo, custodia o acogida temporal de menores en situación de riesgo o vulnerabilidad, en tanto, se resuelve su situación jurídica. 

De igual manera que este organismo tenga entre sus funciones prioritarias, fomentar, apoyar, coordinar y supervisar, así como evaluar las actividades que llevan a cabo las instituciones de asistencia social, o asociaciones civiles y de todo tipo en las entidades privadas cuando éste tenga por objeto la prestación de servicios de asistencia social sin perjuicio de las atribuciones que le correspondan a otras instancias de la propia administración pública, es decir, aún cuando existan albergues de carácter público deberán de estar garantizándose las condiciones en las que los albergues de carácter privado estén funcionando.

Y asegurar, en coordinación el DIF con la PRONNIF que existan partidas presupuestales necesarias para apoyar a estas instituciones o albergues privados cuando reciben la custodia, en custodia o acogida a los menores. 

Por otra parte, en cuanto al artículo 71 de la Ley del Sistema Estatal para Garantizar los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, también se adiciona el artículo 71 para establecer que la Procuraduría podrá exigir a los padres o tutores que estos sean quienes cubran los gastos de alimentos de los menores y en tanto estos se encuentran resguardados bajo algún albergue o institución pues que estos recursos sean proveídos por los padres de manera directa a través de la PRONNIF para la manutención del cuidado de los niños. 

El punto, reitero, estimados compañeros Diputadas y Diputados es buscar, no solamente garantizar la situación jurídica de los menores, cuando se encuentran en una situación de vulnerabilidad y es inminente la intervención de la Procuraduría de Defensa de los Niños, Niñas y Adolescentes  y la Familia, sino también garantizar que durante el tiempo que se encuentran resguardados en una casa-hogar y evidentemente a causa de la intervención del estado, esta intervención conlleve la garantía de que los recursos financieros para su manutención van a estar ahí y que no se queden solamente a la voluntad de los bienhechores al alcance de las casas-hogar que mucho hacen efectivamente por brindar atención a los menores en situación de abandono, sino que el estado sea corresponsable a través de la exigencia a los padres por la vía judicial de la pensión alimenticia, o bien, a través de la aportación de fondos suficientes para que las casas-hogares no tengan una carga adicional, sino que puedan prestar los servicios que de manera loable realizan para atender a niños y niñas, pero que cuando estos son enviados ahí por la PRONNIF, bueno, pues haya un apoyo adicional por parte del estado refiriéndome a la institución y no nada más a la administración pública. 

Es cuanto, Diputados.  Muchas gracias. 

Texto original correspondiente a la Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el contenido de la fracción II del Artículo 25, y adicionar un segundo párrafo a la fracción X del Artículo 32, de la Ley de Asistencia Social y Protección de Derechos y modificar el contenido del Artículo 71, adicionando un segundo párrafo al mismo; de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas, ambas del Estado de Coahuila de Zaragoza.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el la diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el contenido de la fracción II del Artículo 25, y  adicionar un segundo párrafo a la fracción X del artículo 32 de la Ley de Asistencia Social y Protección de Derechos;  y  modificar el contenido del artículo 71, adicionando un segundo párrafo al mismo,  de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas, ambas del  Estado de Coahuila. Al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El Fenómeno de los menores de edad y niños repatriados de Estados Unidos a México, tanto mexicanos como centroamericanos es un problema cada vez más grave, especialmente en nuestras fronteras con el vecino país del norte. Y, a decir de organizaciones no gubernamentales así como oficiales, no existen la infraestructura suficiente en materia de albergues gubernamentales, programas y protocolos para garantizar la seguridad de estos y el interés superior del niño en cuanto a protección de sus derechos básicos como son: la alimentación, la atención médica y sicológica y el apoyo legal suficiente para ser reintegrados, cuando es posible, a sus hogares. 

En el caso de Coahuila, se sabe que la mayoría de ellos son entregados, vía el Sistema  para el Desarrollo Integral de la Familia local, mejor conocido como DIF, y la  PRONNIF, en forma temporal a albergues y centros privados, pero, que ya han sido rebasados por mucho en sus capacidades financieras y de recursos humanos e infraestructura para atenderlos, por lo menos, del modo mínimo correcto.

La Organización Appleseed México, explica en forma muy sencilla la esencia del problema:

“Los adolescentes y los menores de edad son repatriados por Estados Unidos en forma expedita sin atender a los protocolos internacionales de la materia, que indican llevar  realizar diversas valoraciones de cada caso, antes de tomar la decisión, en especial  en lo que se refiere a leyes sobre trata de personas; los menores centroamericanos son repatriados en forma lenta por la naturaleza de sus nacionalidades y lugares de origen, mientras los mexicanos son devueltos al país en forma inmediata, y entregados al DIF estatal o municipal y a la procuradurías de la familia, para que estos organismos, se supone, los protejan, tutelen y garanticen sus derechos y los reunifiquen con sus familias. Cosa que en la práctica se torna muy difícil por las consideraciones ya señaladas, destacando la falta o escasez de albergues equipados, de recursos humanos y financieras, planes y programas para atender las necesidades ya señaladas de los menores en el proceso previo a la reunificación familiar.

En octubre del año 2015, los  medios de comunicación dieron a conocer por conducto de la titular de la PRONNIF en Coahuila, la creación de un albergue exclusivo para adolescentes repatriados en Ciudad Acuña, en sus declaraciones, tanto la responsable de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, como la Presidenta del DIF, Carolina Viggiano, señalaron que en dicho inmueble no se atendería a niños, sólo a adolescentes, ya que a los niños se les atiende por medio del programa “Regreso a Casa”.

En el sitio WEB del DIF Coahuila, pudimos encontrar que el programa de referencia (Camino a Casa) básicamente es descrito de la siguiente manera:

Inicio de la cita textual “Camino a Casa, Atención a Niñas, Niños y Adolescentes Migrantes y/o Repatriados

Objetivo del programa: 

Garantizar la reintegración de las niñas, niños y adolescentes migrantes y repatriados, a sus familias y comunidades de origen de manera segura y ordenada.

Población objetivo: 

Jóvenes
Niños
Cobertura de atención: 

Ciudad Acuña y Piedras Negras Coahuila

Acciones específicas que realiza el programa: 

• Captar a los menores que intentan o cruzan la frontera de forma ilegal y proporcionar alojamiento temporal, alimentación y orientación sobre peligros de estas actividades.

•Apoyo de Traslado seguro a su lugar de origen a los menores migrantes o repatriados.

• Operar los Módulos de Atención a niñas, niñas y adolescentes migrantes y el Albergue de Acuña…” Fin de la cita textual.
Sin embargo, a todo esto debemos sumar un problema adicional muy grave: el aseguramiento de menores de edad, que son rescatados por la PRONNIF de sus hogares, ya sea por que reciben maltrato o alguna clase de abuso o desatención de sus necesidades elementales, y al igual que los niños repatriados, simplemente son entregados a los albergues ya mencionados, sin que el DIF, ni los padres o tutores de estos menores aporten un sólo centavo para su manutención y cuidados durante la etapa o proceso en que se decide el destino final de ellos.

Gran parte de estos niños están siendo entregados de forma temporal a los albergues de carácter privado, sin que las autoridades antes mencionadas, por lo menos les faciliten recursos financieros para que dichos centros puedan cumplir mínimamente con la demanda y la atención que cada menor merece de acuerdo al principio de Interés Superior del Niño plasmado en el Artículo 4º Constitucional, bajo la siguiente redacción:

Artículo 4o....

.....

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez....

Es el caso que la legislación sobre albergues privados, su regulación y funcionamientos, así como los deberes que tienen el DIF y la PRONNIF en relación a ellos, es abundante y dispersa, por lo que nos dimos a la tarea de realizar un seguimiento de la misma, para establecer una cadena lo más concreta y breve posible que nos permita tener claridad y certeza al respecto, siendo los resultados, los que se leen:

Ley de Asistencia Social y Protección de Derechos para el Estado de Coahuila:

Artículo 4. El Sistema Estatal de Asistencia Social y Protección de Derechos se integra por las dependencias y entidades de la administración pública, tanto estatal como municipal, y por las personas físicas o morales de los sectores social y privado que presten servicios de asistencia social. 

El Organismo (DIF) actuara como entidad rectora del Sistema Estatal de Asistencia Social y Protección de Derechos para garantizar el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley. 

Artículo 4 bis.- Con el objetivo de mejorar las acciones encaminadas a la asistencia social, se crea la Unidad de Evaluación y Seguimiento para la Protección de Derechos como auxiliar del Organismo, que a través de su titular tendrá las siguientes facultades: 

…….

IV. 
Contribuir para que la actuación de las dependencias y entidades públicas estatales y municipales así como de las personas físicas o morales del sector social o privado del Sistema se realicen con apego a la ley….

Artículo 5. El Sistema contribuirá al logro de los siguientes objetivos:

I. Garantizar la extensión cuantitativa y cualitativa de los servicios de asistencia social, preferentemente en las regiones del estado menos desarrolladas y a los grupos más vulnerables;

II. Coadyuvar a la definición de criterios respecto de la distribución de usuarios de servicios de asistencia social, de regionalización, de escalonamiento de los servicios, así como de la universalización de la cobertura, y

III. Establecer y llevar a cabo programas interinstitucionales que aseguren la atención integral de los grupos sociales vulnerables y sus familias.

Artículo 6. Tienen derecho a la asistencia social las personas que se encuentren en situación de vulnerabilidad y sus familias, preferentemente:

I. Los niños, niñas y adolescentes en riesgo o en situación extraordinaria….

Artículo 8.  Los servicios que preste el organismo podrán ser de carácter recuperable mediante el pago de las cuotas fijas o proporcionales que el propio organismo establezca, atendiendo a la situación económica de la persona beneficiada o de sus familias. 

Artículo 10. Las acciones en materia de asistencia social son las siguientes: 

……

E.
De supervisión:

….

III.
A las instituciones públicas y privadas que brinden servicios de asistencia social.

Artículo 21. Los recursos destinados a los programas, proyectos y servicios de asistencia social son prioritarios y de interés público, por lo que no podrán ser inferiores, en términos reales, al del ejercicio fiscal inmediato anterior.

Artículo 24. La celebración de convenios que lleve a cabo el organismo con los gobiernos municipales en materia de asistencia social y protección de derechos, tendrá como propósito:

I. Establecer y operar programas conjuntos;

II. Promover la concurrencia de los dos órdenes de gobierno en la aportación de recursos financieros….

Artículo 25. Los convenios y contratos que celebre el organismo con los sectores social y privado en materia de asistencia social y protección de derechos, deberán ajustarse a las siguientes bases:

I. Definir las responsabilidades que asuman los integrantes de los sectores social y privado;

II. Determinar las acciones de orientación, estímulo y apoyo que llevará a cabo el gobierno del estado, por conducto del organismo….

Artículo 27. El gobierno del estado, a propuesta del organismo, dictaminará el otorgamiento de estímulos fiscales para fomentar las acciones de los sectores social y privado, en la prestación de servicios de asistencia social, de conformidad con lo dispuesto en la legislación aplicable.

Artículo 32. Son funciones del organismo:

….

VII. La coordinación de acciones, planes y programas con otras instituciones afines, públicas o privadas, cuyo objeto sea la prestación de servicios de asistencia social;


……

IX. Fomentar, apoyar, coordinar, supervisar y evaluar las actividades que lleven a cabo las instituciones de asistencia o asociaciones civiles y todo tipo de entidades privadas, cuyo objeto sea la prestación de servicios de asistencia social, sin perjuicio de las atribuciones que al efecto correspondan a otras dependencias de la administración pública estatal;

Artículo 37. El organismo contará además con un Consejo Consultivo que emitirá opiniones y recomendaciones sobre sus políticas y programas, apoyará a sus actividades y contribuirá a la obtención de recursos que permitan el incremento de su patrimonio. Sus miembros no percibirán retribución, emolumento o compensación alguna y se seleccionarán de entre los sectores público y privado, de acuerdo con el reglamento que la Junta de Gobierno emita.

La integración, funcionamiento y atribuciones del Consejo Consultivo serán aquellas que prevea el reglamento que la Junta de Gobierno emita.

Artículo 47. El Sistema Estatal de Información para la Asistencia Social y Protección de Derechos es una herramienta tecnológica responsable de la sistematización  de la información generada por la prestación de los servicios de asistencia social a través de las instituciones de los sectores público, social y privado, a fin de asegurar la cobertura, focalización, calidad, equidad, eficiencia, eficacia e integralidad de los programas, proyectos y servicios que prestan.

Artículo 50. La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia es el organismo público centralizado de la administración pública del Estado cuyo objeto y atribuciones, además de lo establecido en la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza, son brindar orientación, asistencia jurídica, defensa, protección y vigilancia para garantizar los derechos de las personas sujetas a asistencia social conforme a la presente Ley. 

Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila:

Artículo 3.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por: 

I. Acogimiento Residencial: Aquél brindado por centros de asistencia social como una medida especial de protección de carácter subsidiario, que será de último recurso y por el menor tiempo posible, priorizando las opciones de cuidado en un entorno familiar. 

Artículo 4.- Niños, niñas y adolescentes son sujetos titulares de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte y la Ley General, entre los que se encuentran, de manera enunciativa más no limitativa, los siguientes:  

………..

VI. A formar parte, convivir, ser criados y desarrollarse preferentemente por su familia de origen, extensa o adoptiva y, excepcionalmente, por una familia de acogimiento pre-adoptiva o de acogida, o en instituciones asistenciales conforme a las disposiciones de la legislación civil aplicable, así como los artículos 55 y 59 de la presente Ley…..

Artículo 4 Bis.- Quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como de las demás personas que por razón de sus funciones o actividades tengan bajo su cuidado niños, niñas o adolescentes, en proporción a su responsabilidad y, cuando sean instituciones públicas, conforme a su ámbito de competencia tendrán las obligaciones establecidas en la Ley general, el presente ordenamiento y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 6.- El Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas es el mecanismo transversal de la administración pública, creado para coordinar e implementar políticas públicas a favor de los derechos de niños, niñas y adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza.  

Artículo 6 Bis.- El Sistema se integra por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal así como por organizaciones de la sociedad civil que actúen dentro del Estado que tengan la obligación o facultad de garantizar los derechos humanos de niños, niñas y adolescentes debiendo observar como mínimo los principios rectores establecidos en la presente. 

Artículo 20.- La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia es un organismo público centralizado de la Administración Pública Estatal que tiene a su cargo la obligación de promover y proteger los derechos de niños, niñas y adolescentes. 

Artículo 22.- Los servicios que presta la Procuraduría son gratuitos. En los procedimientos prevalecerán los principios de interés superior del niño o niña, de protección de la familia y de datos personales, publicidad, oralidad, economía procesal, inmediatez y de solución anticipada de conflictos. 

Artículo 27.- La Procuraduría tendrá las facultades y obligaciones siguientes:  

……

IX.  Decretar custodias de emergencia y separaciones provisionales o preventivas en el seno familiar, respecto de niños, niñas y adolescentes, en los casos que se estimen necesarios;  

X.  Promover ante la autoridad judicial los procedimientos de guarda y custodia, pérdidas o suspensión de patria potestad, tutela y adopción de niños, niñas y adolescentes institucionalizados, en los términos previstos en legislación civil y demás disposiciones aplicables;  

XI.  Solicitar ante las autoridades administrativas y judiciales las medidas cautelares o precautorias necesarias, para la atención, protección y restitución de los derechos de niños, niñas y adolescentes que estén en riesgo de sufrir daños a su salud como consecuencia de la violencia familiar….

CAPÍTULO NOVENO

De las medidas especiales de protección y restitución de derechos.

Artículo 44.- El Estado a través de la presente ley regula medidas especiales de protección y  restitución de derechos de carácter administrativo y no afectan de ningún modo las medidas de carácter judicial existentes, sino que tienen el fin primordial de prevenir o sustraer a niños, niñas y adolescentes del riesgo, amenaza o afectación restricción o vulneración de cualquiera de sus derechos de manera inmediata y transitoria mediante resolución administrativa, entretanto se recibe la protección judicial necesaria.  

Artículo 46.- Son autoridades competentes para disponer las medidas especiales de protección y restitución de derechos de carácter administrativo, quien sea titular de la Procuraduría, de las Subprocuradurías Regionales y de las Procuradurías Municipales.  

Artículo 56.- Toda persona o institución que tenga bajo su custodia o cuidado a niños, niñas y adolescentes que hayan sido sustraídos de situaciones de riesgo, amenaza, afectación, restricción o vulneración de sus derechos, deberán permitir el contacto del personal de la Procuraduría con los mismos y deberán presentarlos para las entrevistas y diligencias que deban llevarse a cabo, bajo apercibimiento de que en caso de no cumplir con lo anterior se hará el retiro de la persona, sin perjuicio de las demás responsabilidades administrativas, civiles y penales en que pueda incurrir. 

Artículo 71.- Cuando la Procuraduría, el DIF o alguna organización de la sociedad civil adquieran la guarda y custodia definitiva de un niño, niña o adolescente y obtengan datos sobre sus padres o familiares, la Procuraduría en su calidad de tutor podrá exigirles el pago de alimentos ante la autoridad judicial. 

Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza

Artículo 276. Para los efectos legales se entiende por alimentos: la alimentación nutritiva, el vestido, la habitación, la atención médica y psicológica preventiva integrada a la salud, la asistencia médica y terapéutica en casos de enfermedad, los gastos relativos al embarazo y el parto, la recreación. Respecto de las niñas y niños los alimentos comprenden los gastos necesarios para la educación preescolar, primaria, secundaria y media superior del alimentista, su recreación y para proporcionarle algún oficio, arte o profesión adecuados a sus circunstancias personales. 

Artículo 289. Tienen acción para pedir el aseguramiento de los alimentos: 

VI.  La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia. 

 …….

IX. Las o los directores o encargados de los servicios asistenciales sociales, educativos o de salud, públicos o privados. 

Artículo 397. La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia tendrá la facultad de nombrar una familia de acogida de forma temporal a niñas y niños bajo cuidado alternativo o acogimiento residencial en centros de asistencia social, públicos o privados, debido a la carencia de cuidado parental o familiar. Dicho nombramiento deberá ser autorizado por la autoridad judicial competente, para lo cual se tendrá que demostrar la idoneidad de la familia mediante los medios de prueba que estime convenientes. 

La familia de acogida es una modalidad de atención en la cual una familia seleccionada y capacitada, según criterios técnicos de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, acoge voluntariamente y de tiempo completo a una niña o niño, como medida de colocación familiar, esto con la finalidad de que se le brinde un ambiente afectivo, atención integral que le garantice y restituya sus derechos. 

La permanencia de esta niña o niño en esta modalidad es de carácter temporal hasta en tanto se defina su situación jurídica conforme a lo establecido en la legislación aplicable. 

Artículo 398…..

El Estado, por conducto del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos o de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, debe hacerse cargo de las niñas o niños expósitos o en situación de abandono, cuando éstos carezcan del tutor a que se refiere el artículo 490 de esta ley. 

Artículo 490. A las niñas o niños expósitos o en situación de abandono se les aplicarán las siguientes disposiciones: 

……

II.  La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, el Sistema para el Desarrollo Integral de la 

Familia y Protección de Derechos, los directores de los hospicios, casa de cuna, albergues, estancias infantiles y demás centros de beneficencia donde se reciban niños o niñas expósitos o en situación de abandono, desempeñarán la tutela de éstos, con arreglo a las leyes y a lo que prevengan los estatutos del establecimiento. 

Sólo por citar los ordenamientos principales, aunque para efectos legales, y por su naturaleza, la Ley Particular de la Materia, atendiendo a tal principio, debe ser la Ley de Asistencia Social, que regula al DIF Estatal, y a los albergues privados que dan acogida a menores en situación vulnerable.

Aun atendiendo a los otros dos ordenamientos, podemos apreciar, que, contrario a lo que sostienen algunas autoridades, no existe el deber expreso, claro y preciso de que el estado, vía el DIF, y en su caso con la coordinación de la PRONNIF, entregue recursos financieros a los albergues privados donde son entregados de forma temporal o transitoria los menores en situación de riesgo o vulnerabilidad. En especial, cuando su capacidad propia ha sido rebasada en demasía y por ende, les resulta imposible atender a los menores con la calidad y eficiencia que se amerita. Sabiendo de antemano que los albergues públicos son insuficientes.

Esta es una realidad. Y los albergues privados requieren apoyos para los casos multicitados, apoyos reales, concretos y definidos en la ley,  y no apoyos discrecionales, entregados a voluntad caprichosa o azarosa de las autoridades responsables.

A la vez, es correcto que cuando sea posible, el DIF o la PRONNI exijan a los padres o tutores apoyar financieramente a los hijos o menores bajo su cuidado que por una razón u otra, terminan entregados a los lugares de acogida temporal en lo que se resuelve su situación judicial y familiar.

Es por ello y por lo escueto de la legislación en la materia señalada, que hagamos las adecuaciones necesarias, y precisemos estos deberes en la ley. 

Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de esta H. Pleno el siguiente proyecto de:

Decreto

ARTÍCULO PRIMERO.-  Se modifica el contenido de la fracción II del Artículo 25, y  se adiciona un segundo párrafo a la fracción X del artículo 32 de la Ley de Asistencia Social y Protección de Derechos para el Estado de Coahuila de Zaragoza; cuyo texto quedaría de la siguiente forma:

Artículo 25. Primero párrafo……

I….

II. Determinar las acciones de orientación, estímulo y apoyo que llevará a cabo el gobierno del estado, por conducto del organismo; así como los montos de los apoyos financieros que se entregarán a las instituciones y albergues privados que colaboren con las autoridades estatales en materia de resguardo, custodia o acogida temporal de menores en situación de riesgo o vulnerabilidad, en tanto se resuelve su situación jurídica. 

III….

Artículo 32. Primer párrafo…… 

I a la VIII…….

IX. Fomentar, apoyar, coordinar, supervisar y evaluar las actividades que lleven a cabo las instituciones de asistencia o asociaciones civiles y todo tipo de entidades privadas, cuyo objeto sea la prestación de servicios de asistencia social, sin perjuicio de las atribuciones que al efecto correspondan a otras dependencias de la administración pública estatal.

Así como asegurar en coordinación con la Procuraduría y previa solicitud de ésta, las partidas presupuestales necesarias para apoyar a las instituciones  y albergues privados que reciben en custodia o acogida temporal a menores asegurados por la Procuraduría; cuando son entregados a dichas instituciones en los términos de las leyes aplicables. 

X…… 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se modifica el contenido del artículo 71 y se adiciona un segundo párrafo al mismo,  de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza; cuyo texto quedaría de la siguiente forma:

Artículo 71.- Cuando la Procuraduría, el DIF o alguna organización de la sociedad civil adquieran la guarda y custodia definitiva de un niño, niña o adolescente y obtengan datos sobre sus padres o familiares, la Procuraduría en su calidad de tutor podrá exigirles el pago de alimentos ante la autoridad judicial; o en su caso, llegar a un acuerdo legal que establezca la cantidad que será entregada para los efectos antes señalados.

Asimismo, la Procuraduría podrá exigir a los padres o tutores que  cubran los gastos de alimentos de los menores que sean entregados en resguardo temporal a las instituciones y albergues privados. 

……..

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 06 DEL MES DE SEPTIEMBRE DE 2017

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA  Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS” GRUPO PARLAMENTARIO  “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

DIP. JESUS DE LEON TELLO
Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputada.

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes,  para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, le solicito al compañero Diputado Vicepresidente Luis Gurza Jaidar, quede al frente de la Mesa a fin de que el de la voz haga una exposición general de la iniciativa que presento y que se encuentra consignada en el Punto 6 B del Orden del Día previamente aprobado. 

Diputado  Sergio Garza Castillo:

Con su permiso, Diputado Vicepresidente en funciones de Presidente. 

El que suscribe, el de la voz, el Diputado    Sergio Garza Castillo de la Fracción Parlamentaria  “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, presenta una iniciativa con fundamento en el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I, 159 y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila, y la pongo a consideración de ustedes compañeras y compañeros legisladores para su análisis y posible aprobación, y es una ley de modificación al Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Exposición de Motivos

El actual sistema de partidos políticos que tenemos tanto a nivel federal como estatal, está atravesando por una crisis de credibilidad, pues para nadie es un secreto escuchar como los ciudadanos señalan estar cansados del sistema democrático que hoy en día tenemos en nuestro país. 

Ante ello, y como representantes populares es nuestra obligación, escuchar esos reclamos y proponer en esta tribuna, las modificaciones legales que atiendan esos señalamientos de las y los coahuilenses.

Un tema que ha generado mucho disgusto entre la población, es el hecho de que se distribuye una fuerte cantidad de dinero entre los partidos políticos que participan en los procesos electorales, máxime que nosotros habremos de tener nuevamente elecciones el próximo año, para elegir  nuevamente   los 38 cabildos y presidentes municipales, lo cual sin lugar a dudas, habrá de significar el dispendio de una fuerte cantidad de recursos públicos.

Por otro lado, les comento que en el mes de junio del presente año, el Congreso de Jalisco, aprobó una iniciativa del Ley, propuesta por el Diputado Independiente Pedro Kumamoto, quien en términos generales propuso que para la repartición de los recursos públicos a los partidos políticos, se tomara en cuenta el número de votos válidamente emitidos y no el número de ciudadanos registrados en el padrón electoral a una determinada fecha. Quisiera extender en este tema, el cierre de septiembre del año pasado del 2016 hubo un registro aproximado de 2 millones 100 coahuilenses, se registraron y obtuvieron su credencial, sin embargo en el proceso del pasado 4 de junio, únicamente votaron, imagínense 1 millón 400, 1 millón 500.  ¿Qué quiere decir? Que se repartieron más recursos de los que verdaderamente merecen los partidos políticos por la participación ciudadana que hubo. 

Por tal motivo el día de hoy, yo considero  oportuno presentar esta iniciativa primeramente para que los partidos políticos pues se dediquen a promover la participación ciudadana, se comprometan a que esos recursos que se les den verdaderamente se dediquen a promover a que el ciudadano salga y participe, que emita su sufragio y que verdaderamente se fortalezca la democracia en nuestro estado. 

Como lo señalé anteriormente, uno de los fines principales de esta iniciativa, es el incentivar a los partidos políticos a pugnar de una manera activa por el aumento de la tasa de participación ciudadana en los procesos electorales, pues al tener mayores tasas de participación, se genera automáticamente un sistema fortalecido, democrático y con mayor grado de representación, pero sobre todo de legitimidad para quienes participan y quienes triunfan en estas elecciones, además de buscar obviamente la reducción del abstencionismo que, hay que recordar que en las elecciones intermedias el abstencionismo prácticamente se eleva en un 20, en un 30%.

Compañeras y compañeros Diputados, esta iniciativa responde, entre otras cosas, a las peticiones de los ciudadanos para reducir el gasto público.

Quisiera hacer otro paréntesis en esto, se reduciría actualmente se reparten aproximadamente 110 millones de pesos, se repartía eso entre 15 partidos políticos, de aprobar esta ley, y lo cual pido el apoyo de mis compañeros para que se apruebe, sería reducirlo, en más de 40 millones de pesos, serían poco menos de 80 millones de pesos los que ahora se repartirían entre tan solo 5 partidos, porque los demás perdieron su registro, ¿qué quiere decir? Que prácticamente se reducirá en casi un 40% este recurso público y quiero aclarar que yo solicito de que ese recurso que se va ahorrar se etiquete en obras de beneficencia a instituciones educativas, que hoy vemos las escuelas de primero, de segundo nivel, primarias, secundarias, veamos las carencias que tienen en infraestructura, veamos las condiciones en las que se encuentran muchas de las aulas,  y que precisamente estos más de 40 millones se gasten en obras que beneficien precisamente al sector educativo y bueno, si quiera algo de recurso, que lo dudo, por las carencias que se tienen se preparen y se presenten programas específicos en el sector salud, medicamentos que sabemos que también se necesitan pues prácticamente a lo largo y ancho del estado en los hospitales generales que se tienen. 

Otra de las ventajas con esta iniciativa, sería que los ciudadanos podrían utilizar el poder del voto, estamos empoderando, se empoderarían más los ciudadanos con el voto, como moneda de cambio para exigir a los partidos y sus candidatos que cumplan con sus propuestas de campaña y que generen propuestas en los temas que les son relevantes a ellos como ciudadanos, y claro, a ellos como candidatos independientemente de la agenda política de los candidatos. 

De igual forma, los candidatos en campaña tendrían menores recursos financieros, por lo que se verían obligados a reducir en gran medida el uso de materiales como pancartas y volantes, que nos molestan tanto, hay que decirlo, hoy es fecha que hay espectaculares que todavía ahí están, que no han quitado y que se gastaron prácticamente millones de pesos en este tipo de publicidad y que lo hagan y prioricen las campañas con las nuevas tecnologías de la información, que es a través de las redes sociales y todo lo que ustedes que están aquí ya conocen.

En virtud de lo anterior, es que se somete a consideración de este Honorable Congreso del Estado, para su revisión, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente:

Iniciativa de Decreto por el que se modifican diversas disposiciones del Código Electoral de Coahuila de Zaragoza de la manera siguiente:

Código electoral, artículo 58 dispone lo siguiente:

Artículo 58. 

1. Los partidos políticos tendrán derecho al financiamiento público de sus actividades, independientemente de las demás prerrogativas otorgadas en este Código, conforme a las disposiciones siguientes:

a) Para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes:

I. El Consejo General del Instituto, determinará anualmente el monto total por distribuir entre los partidos políticos conforme a lo siguiente: multiplicará el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral estatal, a la fecha de corte de septiembre de cada año, por el sesenta y cinco por ciento del salario mínimo diario vigente en el Estado.
Para quedar como un servidor lo propone:

Artículo 58. 

II. El Consejo General del Instituto, determinará anualmente el monto total por distribuir entre los partidos políticos conforme a lo siguiente: multiplicará el número total de votos validos emitidos en la última elección de gobernador, por el sesenta y cinco por ciento del salario mínimo diario vigente emitido.
ARTÍCULO TRANSITORIO

ÚNICO.- Las presentes modificaciones al Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza, entrarán en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Atentamente 

Saltillo, Coahuila,  a 6 de Septiembre de 2017

DIP. SERGIO GARZA CASTILLO

Coordinador de la Fracción Parlamentaria

“Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”

Del Partido Unidad Democrática de Coahuila.

Es cuanto, Diputado Vicepresidente en funciones de Presidente.

Diputado Vicepresidente Luis Gurza Jaidar:

Gracias Diputado.

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia,  para efectos de estudio y dictamen. 

Se concede la palabra a la Diputada Carolina Morales Iribarren, para dar lectura a la iniciativa que se encuentra consignada en el Punto 6 C del Orden del Día aprobado. 

Diputada Martha Carolina Morales Iribarren: 

Buenas tardes, legisladoras y legisladores, personas que nos visitan.

Con su permiso, Diputado Presidente. 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ESTABLECE LA CELEBRACIÓN DE LAS CABALGATAS DE SABINAS Y SANTO DOMINGO COMO ORGULLO E IDENTIDAD DEL MUNICIPIO DE SABINAS, COAHUILA DE ZARAGOZA,  QUE PRESENTA LA DIPUTADA MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

La que suscribe, Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, de la Sexagésima Legislatura del Honorable Congreso del Estado, con fundamento en los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como 21 fracción V, 152 fracción I, 168 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, someto a la consideración de esta Honorable Asamblea la presente Iniciativa con proyecto de decreto por la que establece la celebración de las cabalgatas de Sabinas y Santo Domingo como orgullo e identidad del municipio., con base en la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS


La historia y tradición se unen cuando año tras año, cientos de jinetes a caballo y en carretas cruzan nuestro territorio para conmemorar la hazaña de nuestros antepasados para colonizar mejores tierras donde vivir.

La historia comienza el 30 de octubre de 1878, cuando el Coronel Crescencio Farías fungiendo como gestor solicita al gobierno del estado de Coahuila “nueve sitios de ganado mayor y aprovechamientos del río Sabinas”, lo cual se autoriza el 26 de diciembre del mismo año. Pero sería en 1883 cuando los primeros colonizadores, con carretas y caballos, saldrían del municipio de Ramos Arizpe para llegar a la ribera del río el 29 de junio y con ello fundar la que más adelante sería la ciudad de Sabinas.  En 1992, ocho sabinenses decidieron cabalgar la ruta de aquellos colonizadores, para lo cual ocuparon siete días en un recorrido de alrededor de 320 km por el desierto; ahora, ya convertido en tradición, el trayecto se lleva a cabo anualmente con la participación de cientos de jinetes de varias comunidades.


La celebración de estas cabalgatas moviliza a más de  7 mil participantes a caballo, carretas y trailas, además que entre 55 y 60 mil espectadores salen a presenciar el evento pues no solamente asisten los jinetes sino además este tipo de eventos atrae a muchísimos turistas que acuden para disfrutar del espectáculo, lo cual genera una gran derrama económica en las comunidades por donde pasa el recorrido y estas cabalgatas se han ganado un gran renombre no solamente a nivel nacional sino que para las personas que gustan de estos recorridos a nivel internacional acuden cada año a participar en estas cabalgatas.


Para todos nosotros, estas cabalgatas son muy conocidas y al menos alguna vez hemos participado en ellas, es por ello que debemos reconocer los valores como la solidaridad, confianza y la hermandad que se practican y se refuerzan año tras año entre sus participantes y que como coahuilenses deben de llenarnos de orgullo y reforzar nuestra identidad. 

 


Por lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este Honorable Congreso del Estado, la siguiente Iniciativa con:

PROYECTO DE DECRETO

Artículo Único: El Honorable Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza  decreta la celebración de las cabalgatas de Sabinas y Santo Domingo,  como orgullo e identidad del municipio de Sabinas, Coahuila de Zaragoza.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 06 de septiembre de 2017

A T E N T A M E N T E

DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

Integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

del Partido Revolucionario Institucional

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO

Es cuanto, Diputado Presidente.

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo:

Gracias Diputada.

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Educación, Cultura y Actividades Cívicas para efectos de estudio y dictamen. 

Esta Presidencia informa que el Diputado Shamir Fernández Hernández ha arribado a este palacio y se integra a la sesión,  para efectos de su asistencia. 

A continuación, esta Presidencia informa que los coordinadores de las comisiones de Gobernación, Puntos Constitucionales y de las comisiones de Finanzas, de Deporte y Juventud, de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, y de Igualdad y No Discriminación, han solicitado la dispensa de la lectura de los considerandos y resultandos de los dictámenes consignados en los puntos 7 A  al 7I del Orden del Día previamente aprobado y que solo sea leída una exposición general de los mismos, toda vez que las iniciativas y los considerandos a que están referidos, así como los mismos dictámenes estuvieron a la vista de los integrantes de la Legislatura con anticipación y que se publicaron previamente e íntegramente en la Gaceta Parlamentaria de la página del Congreso, por lo que dicha solicitud se somete a consideración. 

¿Si alguien desea intervenir?  
No habiendo intervenciones.  Se somete a votación la referida propuesta de dispensa, pidiéndose a las Diputadas y Diputados presentes que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, que tome nota de la votación e informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Diputado Presidente, le informo el resultado de la votación: 22 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente   Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad la propuesta para la dispensa del asunto antes mencionado. 

A continuación, le solicito al Diputado Secretario Javier Díaz González, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen consignado en el Punto 7 A del Orden del Día previamente aprobado. 

Diputado Secretario Javier Díaz González:

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se modifican diversas disposiciones de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, del Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 8 del mes agosto del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se modifican diversas disposiciones de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, del Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se modifican diversas disposiciones de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, del Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

“Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza

El  acceso  a  la  justicia  es un  derecho  humano esencial cuya efectividad  debe garantizarse por las autoridades jurisdiccionales y, en ese marco, a unos días de haber arribado al primer año de la entrada en vigor de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y del Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, es tiempo oportuno para dar cuenta de la eficacia o no de algunas de sus disposiciones.

Ambos ordenamientos dan sustento a un nuevo modelo para impartir justicia en materia familiar, pues prevén el desarrollo de juicios orales que se rigen bajo los principios de inmediación, contradicción, continuidad y concentración, prevaleciendo el respeto de las garantías procesales de las partes, a fin de garantizar sus derechos. 

De esa manera predomina para la atención de los asuntos familiares, que cabe destacar son considerados legalmente de orden público e  interés  social, la sencillez en el proceso; la preponderancia de la relación directa de quien juzga con las partes y la garantía de la igualdad de las mismas.

En ese contexto, la implementación en la entidad de los juicios orales en materia familiar, así como la creación de juzgados de primera instancia que son competentes para desahogarlos, son acciones tendientes a atender la alta demanda en ese rubro y, fundamentalmente, para garantizar el acceso efectivo a la justicia familiar.

Ciertamente, datos estadísticos dan cuenta de esa demanda: en nuestro estado, de enero a diciembre de 2016, se atendieron en la primera instancia, esto es, en juzgados, 197,849
 asuntos, mismos que se distribuyen de la siguiente manera: 

· 85,890 en materia familiar 

· 64,425 en materia mercantil 

· 38,496 en materia civil 

· 9,038 en materia penal

De aquella cantidad total, como puede observarse, la tramitación de procesos familiares representó 43%. 
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Fuente: Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza. Resultados estadísticos 2016

Cabe señalar además que esa cantidad de asuntos familiares (85,890), en comparación con la de aquellos que se atendieron en 2015 (69,809, casi 40% de los asuntos en trámite que fueron atendidos por los órganos de primera instancia del Poder Judicial) representó un incremento de  81%.

Ante ese escenario y para apoyar el desahogo de las cargas históricas que enfrentaban los juzgados familiares, en 2016 fueron creados juzgados auxiliares competentes en esa materia; estrategia ésta de la que se da cuenta en el informe de actividades del Poder Judicial de ese año en los términos siguientes:

[…] para atender y desahogar cargas históricas que enfrentaban los juzgados familiares de la entidad, en 2016 fueron creados seis juzgados auxiliares en los Distritos Judiciales de Monclova, Sabinas, Saltillo y Torreón que operarían temporalmente en apoyo de los órganos jurisdiccionales con mayores cargas históricas. En tal virtud establecimos seis de esos órganos para que funcionaran por seis meses, a partir de mayo de 2016 […] Para comenzar a funcionar, a esos juzgados auxiliares se incorporó personal que, en su mayoría, ya laboraba en otros órganos jurisdiccionales del poder judicial, que contaba con las aptitudes y conocimientos necesarios para hacer frente a la encomienda que le fue asignada […] sus cargas iniciales de trabajo quedaron conformadas por los expedientes que les fueron entregados por los juzgados a los que apoyaban; […] Además, la creación de esos juzgados auxiliares posibilitó que otros juzgados familiares se dieran a la tarea de atender exclusivamente los asuntos de los que ya tenían conocimiento, por lo que desde mayo de este año dejaron de recibir y radicar nuevos asuntos.

Más adelante, el Consejo de la Judicatura, mediante el acuerdo C-317/2016, amplió el período de actuación de los juzgados auxiliares hasta el 31 de diciembre de 2016 con la intención de que, conforme a la gradualidad establecida por el propio Consejo para la implementación de los procedimientos familiares previstos en la nueva legislación en materia familiar que prevén los juicios orales, se realice aquel proceso sin que exista una excesiva carga de asuntos en los órganos jurisdiccionales de primera instancia. A lo largo de los siete meses en que operaron los juzgados auxiliares, estos recibieron 5,748 asuntos […] cuya atención se sumó a los que les fueron asignados como carga inicial. Al finalizar el periodo por el que habrían de operar esos juzgados evaluamos la medida adoptada para, sobre bases objetivas, determinar si había sido o no efectiva y, de ese análisis, obtuvimos que a partir de su instalación el número de asuntos atendidos en 2016, con respecto al 2015, aumentó 24%, esto es: 16,230 más asuntos que los del año anterior. Asimismo, el desahogo de los asuntos aumentó 140%, lo que significa que desahogamos 31,120 asuntos más que en 2015. […]

Al día de hoy, cinco de aquellos seis juzgados auxiliares pasaron a ser permanentes y operan como juzgados orales.

Ahora bien, para este año de 2017, en su primer trimestre, la cantidad alcanza 34,576 asuntos, de ahí que se vislumbre una tendencia que, con alta probabilidad, será similar o rebasará a la del año pasado.

De lo anotado hasta aquí se advierte sobre la importante cantidad de asuntos que conocen los juzgados familiares en nuestra entidad, tanto en el sistema que venía operando antes de la vigencia de los ordenamientos referidos al inicio de esta iniciativa, como en el sistema de juicios orales.

Ahora, a un año del inicio en la implementación de los juicios orales familiares, las lecciones demuestran que se avanza por buen camino; que contamos con un sistema normativo en la materia que comienza a dar respuesta a la creciente demanda de justicia familiar y que, por lo andado, se ha advertido la necesidad de reforzarlo.

En ese contexto y con el propósito de fortalecer el marco normativo estatal en materia familiar, la Asociación de Jueces del Estado de Coahuila por conducto de juezas y jueces familiares, elaboró un documento que refiere las disposiciones específicas que han constatado requieren ser modificadas; documento éste que, en reunión de trabajo, compartieron con el titular del Ejecutivo del Estado, toda vez que, al ser la materia familiar la que aglutina el mayor número de asuntos, es importante establecer políticas públicas y judiciales que permitan fortalecer a la familia, atender sus problemáticas, prevenir situaciones de conflicto y, sobre todo, dar respuesta a sus demandas de justicia pronta y expedita; también fue presentada la propuesta ante las magistradas y los magistrados de la Sala Colegiada Civil y Familiar del Tribunal Superior de Justicia, quienes emitieron su valiosa opinión y, en algunos casos propusieron adecuaciones al documento con el propósito de robustecer dicha propuesta.

I. Sobre las reformas y adiciones a la Ley de la Familia

Como se anotaba líneas atrás, juzgadores de Coahuila que conocen de los asuntos familiares y que han venido aplicando las disposiciones de la Ley de la Familia, así como del Código de Procedimientos Familiares, han advertido la necesidad de reformar o adicionar algunas de sus disposiciones, a efecto de garantizar el derecho de acceso efectivo a la justicia, por lo que, en los siguientes párrafos se detallan las causas que motivan dichas propuestas.

La Ley de la Familia determina –artículo 380–  que en el caso de las adopciones el consentimiento de quien deba darlo conforme a esa ley […] sólo podrá ser otorgado ante la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia […], excluyendo de ese modo la posibilidad de manifestarlo ante las autoridades jurisdiccionales, sin embargo, considerando  las disposiciones de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza y de la Ley de Asistencia Social y Protección de Derechos del Estado de Coahuila de Zaragoza, se estima aquella disposición estatal rebasa los propósitos de las prevenciones que, en materia de adopciones, aquellos ordenamientos determinan, puesto que, en ninguno de ellos, se circunscribe el otorgamiento de aquel consentimiento solo ante la instancia federal (Sistema Nacional DIF)  o estatal (PRONNIF) e incluso, la citada Ley de Asistencia Social y Protección de Derechos, en su artículo 90, señala únicamente que la PRONNIF  emitirá su opinión respecto de las adopciones promovidas ante el Poder Judicial sobre menores no institucionalizados.

Aunado a lo anterior, cabe señalar además que la ley del sistema estatal sólo otorga a la PRONNIF la facultad de promover ante la autoridad judicial, entre otros, los procedimientos de adopción de niños, niñas y adolescentes institucionalizados, así como de intervenir en los procesos de adopción de niños, niñas y adolescentes, en los términos de la legislación aplicable. De igual manera, precisa los términos en que participará en los procesos de adopción y, en ninguno de ellos, se menciona que sólo ante ella deberá otorgarse el consentimiento.

A mayor abundamiento, la referida ley general precisa en su artículo 30 las bases mínimas que deben abarcar las leyes federales y estatales en materia de adopciones esto es, que prevean:

· Que niñas, niños y adolescentes sean adoptados en pleno respeto de sus derechos, de conformidad con el principio de interés superior de la niñez.

· Que se escuche y tome en cuenta la opinión de niñas, niños y adolescentes de acuerdo con su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y grado de madurez.

· Que se asesore jurídicamente, tanto a quienes consientan la adopción, como a quienes la acepten, a fin de que conozcan los alcances jurídicos, familiares y sociales de la misma.

·  Que se verifique que la adopción no sea motivada por beneficios económicos para quienes participen en ella.

De tal modo y ante el hecho de que la disposición estatal cuya reforma se propone (artículo 380) ha generado diferentes criterios, incluso entre las y los juzgadores, se estima resulta justificado proponer su reforma, a fin de incorporar la posibilidad de que el consentimiento pueda ser otorgado ante la autoridad jurisdiccional.

Aunada a la reforma en comento, se propone precisar en el texto del artículo 380, en lo referente a las adopciones privadas –que están prohibidas– que no se encontrarán en tal supuesto, es decir, no serán consideradas como privadas, las que se tramiten por parientes consanguíneos hasta el tercer grado. 

En este mismo tenor, se propone la reforma del artículo 388 que determina que la PRONNIF es la única instancia facultada para promover la adopción de las niñas o los niños adoptables que se encuentren en los centros o lugares de internamiento públicos o privados, a fin de aclarar la legitimación para los efectos del trámite procesal y para evitar un posible fraude procesal o colusión.

Por otra parte, considerando los criterios emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como prevenciones en materia de igualdad de género, se estima procedente proponer ante esta Soberanía Popular suprimir del artículo 439 las referencias a la edad específica de una niña o niño como circunstancia para decidir cuál de los padres tendrá su guarda y custodia, garantizarles que sean escuchados, así como especificar las condiciones que habrán de estimarse para determinar sobre la madurez de los mismos.

Respaldan lo anterior las tesis siguientes:

La relativa a la obligación de las y los juzgadores de atender, tratándose de su pronunciamiento sobre guarda y custodia, al escenario que resulte más benéfico para el menor, formulada en los términos siguientes:

GUARDA Y CUSTODIA DE LOS MENORES DE EDAD. LA DECISIÓN JUDICIAL RELATIVA A SU OTORGAMIENTO DEBERÁ ATENDER A AQUEL ESCENARIO QUE RESULTE MÁS BENÉFICO PARA EL MENOR [INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 4.228, FRACCIÓN II, INCISO A), DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE MÉXICO].

Como ya lo ha establecido esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no existe en nuestro ordenamiento jurídico una suerte de presunción de idoneidad absoluta que juegue a favor de alguno de los progenitores pues, en principio, tanto el padre como la madre están igualmente capacitados para atender de modo conveniente a los hijos. Así las cosas, el intérprete, al momento de aplicar el inciso a), de la fracción II, del artículo 4.228 del Código Civil del Estado de México, que dispone que si no se llega a ningún acuerdo respecto a la guarda y custodia, "los menores de diez años quedarán al cuidado de la madre, salvo que sea perjudicial para el menor", deberá atender, en todo momento, al interés superior del menor. Lo anterior significa que la decisión judicial al respecto no sólo deberá atender a aquel escenario que resulte menos perjudicial para el menor, sino, por el contrario, deberá buscar una solución estable, justa y equitativa que resulte lo más benéfica para éste. La dificultad estriba en determinar y delimitar el contenido del interés superior del menor, ya que no puede ser establecido con carácter general y de forma abstracta; la dinámica de las relaciones familiares es extraordinariamente compleja y variada y es dicha dinámica, así como las consecuencias y efectos que la ruptura haya ocasionado en los integrantes de la familia, la que determinará cuál es el sistema de custodia más beneficioso para los menores. Así las cosas, el juez habrá de valorar las especiales circunstancias que concurran en cada progenitor y determinar cuál es el ambiente más propicio para el desarrollo integral de la personalidad del menor, lo cual se puede dar con ambos progenitores o con uno solo de ellos, ya sea la madre o el padre. En conclusión, la tutela del interés preferente de los hijos exige, siempre y en cualquier caso, que se otorgue la guarda y custodia en aquella forma (exclusiva o compartida, a favor del padre o de la madre), que se revele como la más benéfica para el menor.

Se suma a la anterior tesis la siguiente:

[Las niñas y los niños tienen] el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que le afecten, lo que debe tenerse en cuenta, en función de su edad y madurez. Lo anterior se traduce en la obligación de los juzgadores de conceder a los menores el derecho a ser escuchados en todo procedimiento jurisdiccional que les afecte, ya sea directamente o por medio de un representante u órgano apropiado, para que se les tome su parecer respecto de los asuntos y el contenido de las resoluciones que les conciernen, para que libremente expresen sus opiniones, a través de los interrogatorios correspondientes, sobre todo cuando se trata de discernir lo relativo a la convivencia con sus progenitores y, en su caso, de advertir la existencia de violencia familiar en su perjuicio, ordenar que se realicen los estudios psicológicos que procedan tanto a los menores como a sus padres, para salvaguardar su interés superior y resolver lo más benéfico a sus intereses.

Aunado a lo señalado, la Suprema Corte de la Nación se ha pronunciado sobre los lineamientos para determinar el grado de la evolución de la autonomía de los menores
 precisando que:

No pueden establecerse edades fijas o condiciones preestablecidas para determinar el grado de autonomía del menor, pues el proceso de madurez no es un proceso lineal y aplicable a todos los niños por igual. Así, la evolución de la autonomía de los menores es progresiva en función de su edad, del medio social, económico y cultural en el cual se desarrollan los infantes, así como de sus aptitudes particulares. De tal forma que para determinar la capacidad de los menores para tomar decisiones sobre el ejercicio de sus derechos, es fundamental que los juzgadores realicen una ponderación entre la evaluación de las características propias del menor (edad, nivel de madurez, medio social y cultural, etc.) y las particularidades de la decisión (tipo de derechos que implica, los riesgos que asumirá el menor, consecuencias a corto y largo plazo, entre otras).

II. Sobre las reformas y adiciones al Código de Procedimientos Familiares

Ahora bien, por cuanto hace al Código de Procedimientos Familiares para el Estado, se propone la reforma del artículo 46 para que en el mismo se determine que, en aquellas audiencias que sean videograbadas, la o el juez tendrá fe pública y, por tanto, se prescindirá de la presencia de la o el Secretario de Acuerdo y Trámite. Lo anterior en razón de la inmediación que existe entre quien juzga y las partes, así como la circunstancia del registro por videograbación de la propia audiencia.
Referente a la relación de los procedimientos que se seguirán en forma de juicio oral, se estima proponer que en el Artículo 65 se establezca expresamente el referente a los Alimentos y, de esa manera, clarificar sobre su procedencia bajo tal tramitación, a fin de que, al no incluirse, haya lugar a interpretaciones diversas.

Respecto del Artículo 66 de la codificación familiar, se propone que se prevea expresamente la ejecución en la vía incidental, pues de lo contrario se genera incertidumbre en propia ejecución de sentencia.

Aunadas a las reformas anteriores, se somete a la consideración de esta Asamblea Legislativa la del Artículo 133, referente al procedimiento para resolver diferencias familiares, para que se prevea una reglamentación expresa del procedimiento a seguir en esos casos, así como que se establezca que el acuerdo a que se llegue deberá hacerse constar por escrito (en acta circunstanciada) tal y como lo establece el artículo 3158, fracción I, del Código Civil del Estado, lo que fundamentaría la ejecución posterior en caso de algún incumplimiento.

Se presenta también a este Congreso Estatal la propuesta de reformar el Artículo 153, a fin de que la ratificación de la solicitud de divorcio sea previa al emplazamiento, pues de la manera en que actualmente se prevé origina que un importante porcentaje (cercano al 80%) de los asuntos se conviertan en expedientillos irregulares. Además se propone que se omita el requisito de que en esa solicitud se estampe la huella digital del pulgar derecho, porque, en la práctica no tiene utilidad ni da certeza jurídica.

En este mismo tema del divorcio, se propone reformar el Artículo 165 para que se ordene la vista al contra-solicitante, a efecto que, en un momento posterior a su presentación, pueda decidir sobre si continúa con el juicio o demanda las costas procesales, esto con fundamento en el artículo 288, fracción II, del Código Procesal Civil del Estado.

Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

El código procesal civil de nuestro estado establece las reglas procesales que, en ese ámbito, deben regir el trabajo jurisdiccional en Coahuila, sin embargo con la práctica diaria han sido observados por juezas y jueces supuestos jurídicos que, tal y como están plasmados en esa legislación, dificultan el desarrollo de los procedimientos de naturaleza civil, por lo que, luego de un trabajo efectuado por ellas y ellos que abarcó la revisión y el análisis de leyes y códigos sustantivos y adjetivos en las materias penal, civil y familiar, concluyeron sobre la conveniencia de promover distintas modificaciones, entre otros ordenamientos, a aquél código procesal civil, con el objeto de agilizar y hacer más eficientes los procedimientos correspondientes.

Posteriormente, el trabajo efectuado por las y los juzgadores fue presentado al Ejecutivo a mi cargo, a fin de que, en un espacio de colaboración, expusieran las consideraciones en que sustentan sus propuestas de reforma y que, por su importancia, motivan la iniciativa que hoy presentamos ante esta Honorable Asamblea Legislativa al considerar, como lo hacen aquéllas y aquéllos, plenamente justificado promover la reforma del citado código, por lo que nos permitimos someter ante esta Representación Popular la presente iniciativa de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del Código Procesal Civil vigente en la entidad,  bajo los siguientes argumentos.

Inicialmente se propone adicionar una fracción VII al artículo 203, referente a la forma de notificaciones, a fin de establecer que éstas se tendrán por efectuadas ante la comparecencia a juicio de las partes o cuando la parte a notificar lleve actos procesales de los que se desprenda que tiene conocimiento de la determinación judicial materia de la notificación.

También, se deroga la fracción II del artículo 211 para suprimir algunos de los supuestos que determinan que se debe hacer la notificación de manera personal, para el efecto de posibilitar mayor celeridad al procedimiento y, así tener justicia más pronta y expedita, más aun cuando los supuestos sobre los cuales hacer referencia la reforma aluden a situaciones imprácticas que no hacen otra cosa que hacer lentos  los procedimientos.

Otra modificación que se propone a este código, es la de reformar los incisos a), e) y j) de la fracción II del artículo 311 referente a la extinción de la instancia, para ajustarla a los criterios jurisprudenciales que se identifican bajo el rubro de:

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA CIVIL. EL ARTÍCULO 137 BIS DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, VIGENTE EN 2008, QUE PREVEÍA QUE EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE OPERE AQUELLA FIGURA INICIA DESPUÉS DE EMPLAZAR A LA DEMANDADA, VULNERA LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD JURÍDICA Y DE ACCESO A LA JUSTICIA PRONTA Y EXPEDITA.

La caducidad es una institución procesal de interés público, acogida por nuestro derecho con el propósito de dar estabilidad y firmeza a los negocios, disipar incertidumbres del pasado y poner fin a la indecisión de los derechos. En ese sentido, dicha figura es una forma extraordinaria de terminación del proceso por la inactividad procesal de una o ambas partes, que deriva en una sanción por el abandono de la instancia, para evitar que un juicio esté pendiente indefinidamente, y cuya consecuencia principal es la extinción de la instancia, no de la acción. Así, el establecimiento de la caducidad, como consecuencia del incumplimiento de la carga del impulso procesal, encuentra sustento en los principios de seguridad jurídica y de la administración de justicia pronta y expedita contenidos, respectivamente, en los artículos 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que los actos que integran el procedimiento judicial, tanto a cargo de las partes como del órgano jurisdiccional, deben sujetarse a plazos o términos, y no pueden prolongarse indefinidamente, lo cual se advierte del propio artículo 17 constitucional. Consecuentemente, el artículo 137 Bis del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vigente en 2008, que preveía que el cómputo del plazo para que opere la caducidad de la instancia inicia después de emplazar a la demandada, vulnera los citados principios, pues no se justifica que el actor, en un juicio civil, tenga un plazo ilimitado para cumplir con las cargas procesales que le corresponden, anteriores al acto de emplazamiento de la demandada. Máxime, que la caducidad de la instancia procede en aquellos juicios en los que se ventilan derechos particulares y, por consiguiente, disponibles, de forma que su resolución afecta, por lo general, exclusivamente a los intereses particulares de las partes en contienda.

Ésta reforma que se propone se sustenta en la finalidad primordial de la figura de la caducidad que es la de evitar la perpetuación de los procedimientos al arbitrio de las partes, pues el condicionar el inicio del cómputo de la caducidad al emplazamiento se ha visto reflejada en el número de expedientes que pese, a una larga inactividad por el abandono de los interesados, aún están en posibilidad de reactivarse por el hecho de no haberse concretado el llamamiento a juicio,  situación que atenta  contra el principio de iniciativa del proceso a instancia de parte previsto en el artículo 3 de este mismo ordenamiento y la garantía de seguridad jurídica tutelada en nuestro máximo ordenamiento legal, además de que entorpece y encarece la administración de justicia, ya que genera un gran volumen de expedientes que estadísticamente continúan formando parte de los asuntos por atender por los órganos jurisdiccionales, sin que  siquiera se haya mostrado interés por parte del actor en emplazar a su demandado, generándose también un costo de su continuo traslado del archivo del poder judicial al de los juzgados; así mismo, es muy común que al presentar la demanda se solicite la medida de conservación prevista en el artículo 389 fracción III del Código Procesal Civil consistente en la anotación preventiva de la demanda en el Registro Púbico, de manera que  tal anotación puede pesar sobre un bien inmueble durante el tiempo que a su conveniencia se le permita a la parte actora, aún y cuando ni siquiera se haya decidido emplazar a su contraria, ocasionando un perjuicio al demandado quien sin saber que hay una demanda en su contra soporta las consecuencias jurídicas y económicas de ese gravamen por largos periodos.

Por su parte, nuestra legislación procesal prevé en el apartado referente a los medios de impugnación el Recurso de Reconsideración (artículos 861 a 863), que es un medio horizontal para combatir los autos no apelables y los decretos dictados por la jueza o el juez, sin embargo, no se regula expresamente la posibilidad de caducarlos y eso ocasiona que en la práctica los recursos de esta naturaleza no sean impulsados por las partes, de ahí que con la reforma que se propone se brindará, a estas últimas, plena certeza de las consecuencias jurídicas de la falta de interés en el recurso y a quien juzga las herramientas necesarias para sancionar ese desinterés o negligencia sin necesidad de acudir a interpretaciones o criterios susceptibles de ser desestimados ante la falta de fundamentación y, todo ello, se reflejará en propiciar una tramitación más ágil de los juicios. Cabe destacar que se hace especial énfasis en que únicamente aplicaría la reforma a los recursos de reconsideración interpuestos de forma escrita, ya que también existe la posibilidad de interponerlo verbalmente en las audiencias, sin embargo, en ese caso éste debe ser resuelto dentro de la misma.

Además, se propone agregar una fracción V al artículo 288, referente al desistimiento de la demanda, de la instancia de actos procesales o de la acción, pues actualmente no se prevén tales extremos del desistimiento y la o el juzgador tiene que recurrir a diversos preceptos pero del Código Civil del Estado en cuanto a la disposición del derecho, previsto en el artículo 1981 del referido Código Civil del Estado.

Se suma a la propuesta de reforma la del artículo 393, referente al emplazamiento, para que se establezca que el plazo es individual para la contestación de la demanda porque al  existir más de un demandado, con base en lo dispuesto en los diversos artículos 191 y 196 del Código Procesal Civil se debe entender que el plazo lo es común para ellos, lo cual genera desigualdad entre los demandados en cuanto a la temporalidad de preparar su contestación ya que aquéllos que han sido emplazados primero gozarán de un plazo mayor al concedido por la ley pues a éste debe sumarse el tiempo que tarde en concretarse el emplazamiento de la totalidad de los demandados. Por lo que con esta modificación, los plazos se computarán de forma individual.

Así mismo, se modifica el artículo 394 referente a los efectos del emplazamiento, para incluir que el demandado debe contestar la demanda ante el órgano jurisdiccional  que lo emplazó en el término concedido para ello.

También se propone reformar el artículo 449, en su fracción IV, pues la disposición actual da pauta para que se hagan múltiples interpretaciones en cuanto a la aplicación de las reglas de la prueba testimonial a la de declaración de parte y, especialmente, se ha generado confusión y distintos criterios en cuanto a que, tal y como lo permita la prueba testimonial, en la declaración de parte pueda encontrarse presente el abogado del declarante y cuáles son los límites de su intervención en esa prueba, por lo que se estima que con la reforma propuesta se pondría fin a dicha incertidumbre y diversidad de criterios, además de que esta mecánica de desahogo no es desconocida para los abogados, ya que es idéntica a la empleada en la prueba confesional prevista en el artículo 441, fracción IV, del código en mención, sin que exista una causa jurídica que justifique que una y otra deban desahogarse de forma diversa, aun cuando comparten la misma naturaleza toda vez que ambas se sustentan en cuestionamientos directos a las partes formulados por su contraria.

Por otro lado, se propone modificar también el artículo 515 acerca de la citación para oír sentencia, y adicionar que el plazo se computará a partir de que quede legalmente notificado a las partes. La necesidad de que el auto de citación para sentencia definitiva sea legalmente notificado a las partes para computar el plazo para emitir el fallo, obedece a que tal y como se puede advertir del artículo 516 del ordenamiento señalado, la citación tiene una serie de consecuencias jurídicas que son, entre otras, la de suspender el impulso procesal e impedir que se promuevan recusaciones u otras cuestiones incidentales excepto el incidente de nulidad del emplazamiento, de manera que si la citación conlleva que las partes se encuentren impedidas de promover la cuestiones antes mencionadas, es menester que estén enteradas de esa determinación para que tengan la posibilidad de hacer valer o manifestar lo que estimen pertinente.

Aunado a ello, la reforma propuesta es congruente con la finalidad de toda notificación que consiste en hacer del conocimiento de las partes alguna determinación judicial y con las reglas que sobre el tema de las notificaciones prevé el citado código, ya que no existe ninguna disposición que distinga el auto de citación para sentencia de los demás proveídos que se dictan en un procedimiento, así se determina la necesidad de estar debidamente notificado a las partes. 

Ahora bien, al requerirse establecer como término individual para la interposición del recurso de apelación, a virtud de que la afectación del pronunciamiento de la sentencia en algunos casos solo afecta a una de las partes, el ejercicio del derecho no debe estar supeditado a que todos estén notificados de la sentencia, además de que puede generar desigualdad entre los demandados quienes al ser notificados de la sentencia en distintos tiempos tendrían términos más largos o amplios para contestar la demanda, por lo que se propone también modificar el artículo 868.

Considerando lo apuntado en párrafos anteriores, se estima que las reformas, adiciones y derogaciones propuestas posibilitará que el trabajo en los juzgados del Poder Judicial del Estado, será más ágil y, sobre todo, posibilitará garantizar  de una mejor manera el acceso de todas y todos los coahuilenses a la justicia.

Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza

El acceso a la justicia es un derecho consagrado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y es obligación de las autoridades garantizar, proteger, promover y respetar el ejercicio de dicho derecho. 

Desde la implementación de la reforma en materia de derechos humanos del 10 junio de 2011 la normativa nacional ha ido reconociendo y ampliando derechos que es necesario incorporar al marco normativo local, como lo es el “libre desarrollo de la personalidad” y el deber del Estado de legislar a favor de la protección de los bienes jurídicos cuya afectación lesione dicho derecho.

Por ello, se considera necesario actualizar la legislación penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, en aras de satisfacer la protección del derecho antes mencionado. Consecuentemente, se propone reformar el Capítulo Primero denominado Delitos Contra el Desarrollo de la Personalidad, ubicado en el Título Sexto del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, y suprimir los Capítulos Segundo, sobre Corrupción de Menores e Incapaces y Pornografía Infantil, y el Tercero, sobre Lenocinio y Trata de Personas, del mismo Título sin que esto implique la derogación de los artículos que los integran; ello para crear un Capítulo Único al Título Sexto del Código cuya denominación será Delitos Contra el Libre Desarrollo de la Personalidad y en el  que se propone se incluyan los delitos previstos en los Capítulos Segundo y Tercero que se suprimen, los cuales tipifican conductas que atentan contra el libre desarrollo de la personalidad. 

Así mismo, con la adición del adjetivo "libre" en la denominación del que será el único capítulo de aquel título, se armoniza dicho precepto con el contenido del párrafo segundo del artículo 19 de la Constitución Federal, el cual señala las hipótesis por las cuales las juezas y los jueces han de ordenar de oficio la medida de prisión preventiva, y que establece que ha de dictarse, entre otros, cuando se trate de delitos graves que atenten contra el libre desarrollo de la personalidad. 

A través de la reforma propuesta, el Código Penal del Estado de Coahuila determinará un más amplio y adecuado catálogo de delitos que violentan el derecho al libre desarrollo de la personalidad, el cual no se limita sólo a figuras típicas de distribución o exposición pública de objetos obscenos y pornografía infantil; ni del exhibicionismo obsceno contemplado en el actual Capítulo Primero del Título Sexto del Código Penal; sino que también comprende las distintas figuras típicas de corrupción de menores o incapaces y pornografía infantil, lenocinio y trata de personas tipificados todos en los Capítulos Segundo y Tercero del mismo Título, pues todos ellos inciden en lesionar o en poner en peligro el bien jurídico del libre desarrollo de la personalidad que como lo ha señalado la Suprema Corte de Justicia de la Nación, comprende varios aspectos de la vida de una persona empezando por la dignidad humana como un derecho fundamental y superior reconocido por el orden jurídico mexicano.

Así también, se propone una modificación al artículo 300 en su primer y tercer párrafos para tipificar como corrupción de menores aquellas conductas que se dirigen a que un menor de edad intervenga en la comisión de un delito, particularmente aquellos tipificados por la Ley General de Salud (narcomenudeo), que al momento no se encuentran contempladas por dicho precepto, no obstante que la generalidad la identifica claramente como una conducta que actualiza la corrupción de un menor.

Por lo que hace a la propuesta de reforma del artículo 9 del Código Penal del Estado, el primer párrafo del citado artículo estatuye un precepto que resulta contrario a lo dispuesto por el artículo 19 de la Constitución, que limita la imposición de la prisión preventiva oficiosa a los casos de delincuencia organizada, homicidio doloso, violación, secuestro, trata de personas, delitos cometidos con medios violentos como armas y explosivos, así como delitos graves que determine la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud. Dicha contrariedad provoca que algunos delitos del artículo 113, fracción III, del Código Penal, escapen de la norma constitucional. 

Por lo anterior, se estima acorde que el artículo 9 sea modificado y se comprenda en él la precisión de aquellos delitos que, tipificados en la legislación local, sí se subsumen a los supuestos constitucionales, superando con ello la incertidumbre respecto a qué homicidios dolosos serían comprendidos dentro de aquellos en los que procedería la prisión preventiva oficiosa, dada la variedad significativa de delitos que implican la figura típica básica del homicidio, y que de igual manera ocurre tratándose del delito de violación. 

De igual forma, y en concordancia con la propuesta de reforma a la denominación del Capítulo Primero del Título Sexto, expresada anteriormente, resulta necesario precisar en el artículo 9 qué delitos deben considerarse atentan contra el libre desarrollo de la personalidad. 

Efectivamente, para cumplir con el mandato constitucional consistente en que la ley secundaria, en este caso el Código Penal de Coahuila, determine los delitos graves que atentan contra el libre desarrollo de la personalidad para la imposición de la medida de prisión preventiva oficiosa, se propone que en el catálogo del artículo 9 se incorporen los supuestos normativos previstos en los artículos 300, 301, 302, 303, 308 y 398 los cuales determinan mayor penalidad por la grave lesión o peligro al bien jurídico tutelado.

De igual manera resulta importante determinar cuáles delitos se considerarán cometidos con medios violentos, particularmente armas. De tal forma que, sin afectar el arbitrio judicial, el juzgador cuente con disposiciones que le guíen en la interpretación de este elemento normativo. 

Así también, se estima correcto, la adición de un artículo 9 BIS al referido código sustantivo, con la finalidad de ampliar los supuestos que, sin tener como obligada consecuencia la imposición de la prisión preventiva, deben ser tomados especialmente en cuenta por el juzgador, como indicadores de posible sustracción, obstaculización de la investigación o riesgo para la víctima, y que no son comprendidos en los artículos correspondientes del Código Nacional de Procedimientos Penales, los cuales se advierten razonables y lógicos, y que la experiencia señala como indicadores de riesgo, sin embargo, al no estar comprendidos por la norma nacional, el juzgador asume que no pueden invocarse al solicitar la mencionada medida cautelar. 

En este sentido, la reforma tiene como principal objetivo ajustar el texto del citado artículo a lo dispuesto por el artículo 19 Constitucional, y precisar aquellos delitos que, de acuerdo con el mencionado precepto, ameritan prisión preventiva oficiosa.

Por otro lado, actualmente los artículos 163 del Código Penal de Coahuila y 485 del Código Nacional de Procedimientos Penales, determinan los diversos supuestos por los cuales es posible decretar la extinción de la acción penal, entre los cuales se establece el supuesto de “extinción de la acción penal por perdón, reparación del año, o acto equivalente”, en el caso de la legislación local, y “el perdón de la persona ofendida en los delitos de querella o por cualquier otro acto equivalente”, en el caso de la legislación nacional. 

Frente a esos supuestos se considera que el precepto “acto equivalente” resulta ambiguo, puesto que carece de una definición que la propia legislación local o nacional establezcan sobre su naturaleza y efectos procesales; lo anterior ha originado que esta figura sea interpretada de diversas formas y que se haya transformado en fundamento para la conclusión de procesos en forma definitiva en delitos considerados graves o especialmente graves, de ahí que resulte necesario definir, a nivel estatal, bajo qué requisitos se aplicará el sobreseimiento de la causa penal por “acto equivalente”.

Así mismo, el diverso artículo 170 del Código Penal del Estado contempla que, aunque se trate de delitos perseguibles de oficio, la acción penal se extinguirá a través de acuerdos reparatorios, perdón, reparación del daño o acto equivalente, si se cumplen los requisitos y condiciones establecidos para los mismos en el Código de Procedimientos Penales.

Dicho artículo de nueva cuenta refiriere al “acto equivalente” como un motivo para la extinción de la acción penal pero, de igual modo, no establece qué debe entenderse por acto equivalente, ni en qué supuestos será aplicable, tanto éste, como el perdón y reparación del daño, para concluir un proceso penal.

Por lo anterior, se propone la adición de un artículo 170 BIS que establezca los requisitos que han de actualizarse para que proceda la extinción de la acción penal por perdón, reparación del daño o acto equivalente. 

En ese sentido, se plantea que para distinguir el acto equivalente del perdón y de la reparación del daño, se establezca que debe tratarse de delitos perseguibles de oficio, pues si son por querella, su forma de extinción sería el perdón, el cual impide la persecución penal de ese delito.

Se propone también establecer que el delito correspondiente no haya ocasionado algún daño, pues si éste existiere aún, la forma de conclusión del proceso por extinción de la acción penal sería a través de la reparación del daño.

Así mismo se propone que, para la extinción de la acción penal por acto equivalente se tomen en cuenta las condiciones personales del imputado y las circunstancias del caso y que no exista un riesgo aparente para la comunidad.

Con la adición de dicho artículo se impide el abuso de esta forma de conclusión, se establecen los elementos del acto equivalente como forma de extinción de la acción penal y se definen los requisitos para su procedencia, dando certeza a su aplicación y evitando la diversidad de criterios de las autoridades”. 

TERCERO.- Para quienes integramos esta comisión dictaminadora, la revisión y actualización permanente del marco jurídico del Estado es indispensable a fin de garantizar que el mismo responda a las necesidades sociales de las y los coahuilenses.

En este orden de ideas, los que dictaminamos, después del estudio y análisis de la presente iniciativa coincidimos en la importancia de reformar la Ley para la Familia, el Código de Procedimientos Familiares, el Código Procesal Civil y el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, puesto que los mismos constituyen una herramienta fundamental para asegurar a las y los coahuilenses el acceso a la justicia.

En este sentido, como se desprende de la iniciativa, uno de los principales motivos para realizar las adecuaciones a los citados ordenamientos, deriva del documento elaborado por la Asociación de Jueces del Estado de Coahuila, quienes después de hacer un análisis y revisión de su efectividad en la práctica, proveyeron de diversos elementos a quien suscribe la iniciativa, para modificar algunas disposiciones a fin de garantizar el acceso a la justicia, agilizar procesos y actualizar instituciones de conformidad a los nuevos criterios jurisprudenciales. 

Así, por lo que hace al caso de la ley para la familia de Coahuila de Zaragoza y el Código de Procedimientos Familiares, quienes integramos esta Comisión estimamos que la reciente expedición de estos ordenamientos trajo importantes beneficios en la administración de justicia en la materia, al instaurar un nuevo modelo en el que se desarrollan juicios orales, se da prevalencia a la sencillez en el proceso y  preponderancia de la relación directa entre el juzgador y las partes.
Además, estamos convencidos de que los mencionados ordenamientos incorporaron a  nuestro marco legal cambios sustanciales al separar al derecho de familia del derecho civil, reconociendo que el primero tiene características propias, y al actualizar figuras como la adopción, la patria potestad, guarda y custodia, tomando en consideración lo dispuesto en la ley general de los derechos de niñas, niños y adolescentes, estándares internacionales de los instrumentos signados y ratificados por el Estado mexicano y los criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

No obstante lo anterior, y aunque estas normas son relativamente nuevas en el Estado, quienes dictaminamos coincidimos en que, a poco más de un año de su entrada en vigor es posible hacer un análisis y revisión de su efectividad, cuestión que sin duda alguna se da con mayor facilidad y de forma más adecuada por los aplicadores del derecho. 

En este orden de ideas consideramos oportunos los cambios propuestos entre los cuales destacan los siguientes:

· Se incorpora la posibilidad, en el caso de adopciones, de que el consentimiento por parte de los padres, tutores o quien deba otorgarlo pueda darse ante las autoridades judiciales y no solo ante la PRONNIF, que es como se contempla en la ley vigente.

· Se precisa que no se considerarán adopciones privadas las que se tramiten por parientes consanguíneos hasta el tercer grado.

· Se reforma la disposición que establece que la PRONNIF es la única instancia facultada para promover la adopción de las niñas y niños que se encuentren en los centros o lugares de internamiento, con el propósito de aclarar la legitimación para efectos del trámite procesal y evitar un posible fraude procesal o colusión. 

· Atendiendo a los criterios emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación se suprimen del articulo 439 las referencias a la edad del niño o niña como circunstancia para decidir cuál de los padres tendrá su custodia

Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Se establece que en aquellas audiencias que sean video-grabadas, el juzgador tendrá fe pública y por tanto prescindirá de la presencia del secretario de acuerdo y trámite, fortaleciéndose el principio de inmediación.

· Se establece, dentro de los juicios que se seguirán en forma oral, el juicio de alimentos.

· Se incorpora la reglamentación específica del procedimiento para resolver diferencias familiares.

El mismo ejercicio que se realizó con los ordenamientos en materia familiar, se duplicó en el Código Procesal Civil y en el Penal del Estado. Así, bajo la misma lógica y metodología, quienes integramos la presente comisión concordamos en la pertinencia de los cambios propuestos en los términos de la iniciativa, algunos de los cuales se describen a continuación:

Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza

Se proponen modificaciones tendientes a:

· Establecer que las notificaciones se tendrán por efectuadas ante la comparecencia de las partes o cuando la parte a notificar lleve actos procesales de los que se desprenda que tiene conocimiento de la notificación.
· Ajustar la institución de la extinción de la instancia de conformidad a los criterios jurisprudenciales.
· Establecer que el plazo es individual para la contestación del demandado.
· Fijar que el plazo para la citación para oír sentencia se computará a partir de que quede notificada a las partes.
· Entre otras. 
Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza

Se observan modificaciones entorno a:

· Las denominaciones de capítulos, a efecto de adecuarlas a los estándares de derechos humanos.

· Actualizar la tipificación del delito de corrupción de menores para incluir supuestos contemplados en la ley general de salud.

· Armonizar el artículo 9, relativo a la prisión preventiva oficiosa, con el artículo 19 de la Constitución.

· Dar mayor claridad a la redacción de diversos artículos.

· Distinguir entre el acto equivalente del perdón y la reparación del daño.

· Entre otros.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforman el penúltimo y último párrafo del artículo 380, el artículo 388 y los incisos a y c del artículo 439 todos de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, para quedar como siguen:

Artículo 380. … 

I. a IV. …
… 

El consentimiento podrá ser otorgado ante la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia o ante el juez, previa identificación fehaciente de quien deba otorgarlo, mismo que surtirá todos sus efectos legales, sin que se requiera su posterior ratificación ante la presencia judicial, en el primer supuesto.  

Se prohíbe la práctica de adopciones privadas, entendiéndose como tales las acordadas directamente entre los padres biológicos y los padres adoptivos. No obstante lo anterior, los primeros podrán proponer a los posibles padres adoptivos, lo cual se encontrará supeditado, invariablemente, a la determinación de idoneidad de los mismos y al interés superior de la niñez. No será considerada como privada la adopción realizada entre parientes consanguíneos, ascendientes o colaterales, hasta el tercer grado. 

Artículo 388. La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia será, en su caso, la autoridad facultada para promover la adopción de las niñas o los niños adoptables que se encuentren en los centros o lugares de internamiento, públicos o privados.
Artículo 439. … 

I.
… 

II.
… 

a) 
Las niñas o niños que durante el procedimiento se demuestre que no cuentan con la madurez necesaria para proponer cuál de las personas que originalmente mantenían su guarda debe hacerse cargo de ellas o ellos, quedarán al cuidado de quien resulte idóneo considerando el interés superior de la niñez.
b)
… 

c)
Las niñas o niños que durante el procedimiento se demuestre cuenten con la madurez necesaria, podrán proponer cuál de las personas que originalmente mantenían su guarda debe hacerse cargo de ellas o ellos y si éstos no proponen, la autoridad judicial decidirá, en términos del inciso a) de esta fracción, quién deba hacerse cargo de ellos.

Para determinar sobre la madurez de las niñas o los niños se atenderá a su capacidad para comprender el asunto, sus consecuencias y de formarse un juicio o criterio propio.
III.
...
ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforman el segundo párrafo del Artículo 65; el tercer párrafo del Artículo 133; el segundo y tercer párrafos del Artículo 153 y el segundo párrafo del artículo 165; se adiciona la fracción VIII al Artículo 46 y, un tercer párrafo y se recorren en su numeración los actuales párrafos tercero, cuarto y quinto para pasar a ser cuarto, quinto y sexto respectivamente del Artículo 66 todos del Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como siguen:

Artículo 46. …

…  

I. a VII. …

VIII. El juez tendrá fe pública, por lo cual podrá prescindir de la asistencia del secretario cuando así lo considere, sin perjuicio de las atribuciones conferidas a éste último.

Artículo 65. …  

Se tramitarán en juicio oral, además de los señalados en el artículo 89 de este código, los juicios que tengan por objeto los alimentos, así como todos aquellos asuntos en materia familiar que no tengan prevista una regulación especial en este código. 

Artículo 66. …

… 

Se exceptúan de lo anterior, los incidentes de ejecución de sentencia. 

… 

…

… 

Artículo 133. …  

…  

Si lo consiguiere, dará por concluido el procedimiento, debiendo levantar acta circunstanciada para su debida ejecución. En caso contrario, procederá a la depuración, fijación de litis, admisión, desahogo de pruebas y citación para sentencia definitiva.

… 

Artículo 153. … 

La solicitud de divorcio podrá ser formulada por uno o ambos cónyuges, misma que deberá ser suscrita por el que la promueva. 

La solicitud deberá ser ratificada ante la presencia de la autoridad judicial de manera previa a su emplazamiento. 

Artículo 165. … 

El cónyuge que haya solicitado el divorcio podrá desistirse de su pretensión hasta antes  de que se pronuncie la resolución que decrete la disolución matrimonial. En este supuesto, se aplicarán las reglas del artículo 288 del Código Procesal Civil.
ARTÍCULO TERCERO.- Se deroga la fracción II del Artículo 211; se reforman los incisos a), e) y j) de la fracción II del Artículo 311; el primer párrafo del Artículo 393; la fracción IV del artículo 449 y el Artículo 850; y se adiciona la fracción V al artículo 288, todos del Código Procesal Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como siguen: 

ARTÍCULO 211.

…
…

I.  …
II. Se deroga
III. a VII. …

ARTÍCULO 288.

…

...

I. a IV. …

V. En los supuestos de las fracciones I, II y IV, quien formule el desistimiento deberá ratificarlo ante la autoridad judicial que conozca del asunto o fedatario público. Fuera de dichos supuestos, la ratificación quedará al arbitrio del juez.

ARTÍCULO 311.

…

…

I. …

a) y b) …

II. …

a) La caducidad de la instancia operará de pleno derecho cualquiera que sea el estado del proceso, desde el primer auto que se dicte en el juicio hasta la citación para sentencia, si transcurridos ciento veinte días hábiles contados a partir de que haya surtido efectos la notificación de la última determinación judicial, no hubiere promoción de cualquiera de las partes que tienda a impulsar el procedimiento.

b) a d) …

e) La caducidad de los incidentes y de los recursos interpuestos ante el propio juez de primera instancia, se causará por el transcurso de treinta días hábiles, contados a partir de que haya surtido efectos la notificación de la última determinación judicial, sin promoción; la declaración respectiva sólo afectará a las actuaciones del incidente y del recurso sin abarcar las de la instancia principal, aunque haya quedado en suspenso ésta por la substanciación del incidente o del recurso.

f) a i) …

j) Las costas serán a cargo del actor, cuando se decrete la caducidad de la primera instancia, o de la parte que haya promovido el incidente o interpuesto el recurso escrito, cuando se decrete la caducidad de un incidente, de un recurso a resolver en la primera instancia o de la segunda instancia, respectivamente.

ARTÍCULO 393.

…

El emplazamiento se hará a la persona o personas contra quienes se entable la demanda, con los requisitos señalados en el artículo 208, corriéndoles traslado mediante la entrega de la copia de la demanda y demás documentos, otorgándoles el plazo de nueve días para que la contesten. En caso de pluralidad de demandados los plazos se computarán de forma individual.

…

…

ARTÍCULO 449.
…

…

I. a III. …

IV. Serán aplicables a esta prueba, en lo conducente, las reglas de la prueba testimonial pero sin que ello implique que la declaración pueda hacerse con la presencia del abogado patrono o procurador de la parte llamada a declarar.

ARTÍCULO 850. 

Plazo para impugnar

Los términos establecidos por la ley para hacer valer los recursos tendrán, en todo caso, el carácter de perentorios, y corren de forma individual a cada una de las partes desde el día siguiente al en que surta efectos la notificación de la resolución que se impugne, excepto los casos en que la ley disponga otra cosa.

ARTÍCULO CUARTO.- Se modifica la numeración del Capítulo Primero del Título Sexto y su denominación para pasar a ser Capítulo Único denominado “Delitos Contra el Libre Desarrollo de la Personalidad” que comprenderá los artículos del 298 a 308, por tanto, se suprimen los Capítulos Segundo y Tercero de dicho Título conservándose únicamente su articulado; se reforman el párrafo segundo del artículo 9 y el primer párrafo del artículo 300; se adicionan un artículo 9 BIS, un artículo 170 BIS y un tercer párrafo al artículo 300 recorriéndose los ulteriores, todos del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como siguen:

Artículo 9. … 

La prisión preventiva se ordenará oficiosamente en los supuestos previstos por el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y por lo dispuesto en este Código, en todos los casos cuando se trate de los delitos siguientes:
I. Homicidio doloso, simple, o calificado, inclusive el cometido en riña con carácter de provocador, o bajo emoción violenta. Así como los delitos de feminicidio, parricidio, matricidio, filicidio, uxoricidio, fratricidio y otros homicidios por razón del parentesco o relación, previstos por los artículos 329, 335, 336 bis 1, 347, 350, 351 y 355.
II. Violación, y la figura típica equiparada a la violación, comprendidos en los artículos 384, 386, 387, 388 y 388 bis.
III. Abuso sexual impropio en el que se emplea violencia física, psicológica o moral, previsto en el artículo 398.
IV. Corrupción de menores e incapaces tipificado en los artículos 300, 302 y 303.
V. Pornografía infantil de menores e incapaces previsto en el artículo 301.
VI. Lenocinio con menores o incapaces previsto por el artículo 308.
VII. Los delitos de desaparición de persona previstos por los artículos 212 bis, 212 bis1 y 212 bis 2.
VIII. Se consideran delitos cometidos con armas aquellos en los que, para su comisión, el sujeto emplea para lesionar o intimidar alguna de las armas prohibidas comprendidas en el artículo 280 de este Código o en la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos. De igual manera, en los casos en los que se utilice cualquier instrumento u objeto con apariencia, forma o configuración de un arma de fuego que, sin ser propiamente de este tipo, dispara proyectiles con la capacidad de causar una lesión al sujeto pasivo.

…

…

…

…

Artículo 9 Bis. (Indicadores de riesgo para la imposición de la medida de prisión preventiva).


En los demás casos en que se solicite la prisión preventiva, se tomarán en consideración los argumentos que justifique el ministerio público conforme a las reglas que prevé el Código Nacional de Procedimientos Penales. Además como indicadores de riesgo de sustracción del imputado o del desarrollo de la investigación, o bien, como factores de riesgo para las víctimas, testigos o la comunidad, el juzgador considerará:

I. Que el imputado se encuentre sujeto a investigación por otro delito que amerite prisión preventiva oficiosa, o bien por delito doloso cometido en contra de la misma persona, o cuando se trate del cónyuge, concubina o concubino, conviviente, ascendientes o descendientes de la víctima directa;

II. En el supuesto de que el delito se encuentre excluido del beneficio de condena condicional, y

III. La reiteración de actos dolosos de violencia física o moral en contra de la víctima, del cónyuge, concubina o concubinario, conviviente, ascendientes o descendientes, o que el delito se haya cometido en situaciones de violencia familiar.

Artículo 170 BIS. (Requisitos para la extinción de la acción penal por perdón, reparación del daño o acto equivalente). 

Para los efectos del artículo anterior se requerirá además que se actualicen las siguientes condiciones: 

I. Que no se trate de delitos que ameriten prisión preventiva oficiosa;

II. Que el término medio aritmético de la pena de prisión que tiene señalada no exceda de cinco años, y 

III. Que el imputado no se encuentre dentro de los casos de reiteración delictiva o se haya beneficiado anteriormente con la misma causa de extinción de la acción penal. 

Asimismo, procederá la extinción de la acción penal por acto equivalente cuando, tratándose de los delitos mencionados en las fracciones I y II del párrafo anterior, se reúnen las condiciones siguientes: 

I. Se trate de delitos perseguibles de oficio;

II. No exista víctima u ofendido determinado;

III. No exista daño ocasionado, y 

IV. Que por las condiciones personales del imputado y circunstancias del caso no exista riesgo para la comunidad. 

Además de lo anterior, el imputado deberá exhibir la multa que determine la autoridad judicial o ministerial, tomando en cuenta los límites punibles que para dicha sanción establezca el tipo penal de que se trate.

CAPÍTULO ÚNICO

DELITOS CONTRA EL LIBRE DESARROLLO 

DE LA PERSONALIDAD

ARTÍCULO 298. …
ARTÍCULO 299. …
ARTÍCULO 300. SANCIÓN Y FIGURAS TÍPICAS DE CORRUPCIÓN DE MENORES E INCAPACES. Se aplicará prisión de cuatro a nueve años de prisión y multa al que obligue, procure, facilite, induzca, fomente, propicie, promueva o favorezca la corrupción de un menor de dieciocho años de edad, o de una persona que no tuviere capacidad de comprender el significado del hecho, o de decidir conforme a esa comprensión, o de poder resistirlo por cualquier otra circunstancia personal; valiéndose de acciones u omisiones tendientes a que concluyan en la realización de actos de degradación sexual, conductas depravadas, prácticas de prostitución, mendicidad, consumo irracional y reiterado de bebidas embriagantes, o la práctica de algún otro vicio; o lo obligue, incite, instigue o persuada a intervenir en la comisión de cualquier delito doloso o a formar parte de una asociación delictuosa, conspiración criminal, banda o pandilla.

…

Se le impondrán de seis a doce años de prisión y multa, a quien obligue, procure, facilite, induzca, fomente, propicie, promueva o favorezca la intervención en la realización de cualquier delito previsto en la Ley General de Salud o el consumo de narcóticos o de sustancias tóxicas, por parte de un menor de edad o de quien no tuviere la capacidad de comprender el significado del hecho, o de decidir conforme a esa comprensión o de poder resistirlo por cualquier otra circunstancia personal.

…

…

…

ARTÍCULO 301. …
ARTÍCULO 302. …

ARTÍCULO 303. …

ARTÍCULO 303 BIS. …

ARTÍCULO 304. …

ARTÍCULO 305. …

ARTÍCULO 306. …

ARTÍCULO 307. …

ARTÍCULO 308. …

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado José María Fraustro Siller, (Coordinador), Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre (Secretario), Dip. Georgina Cano Torralva, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Jesús de León Tello. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 05 de septiembre de 2017.
COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA
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Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputado Secretario. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se acaba de leer.  Se señala que el mismo será discutido y votado primero en lo general y luego en lo particular.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar en lo general el proyecto de decreto que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico y le solicito al Diputado Secretario Javier Díaz González, se sirva tomar nota de la votación y una vez cerrado el registro de votos informar sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González:

Diputado Presidente, el resultado de la votación es el siguiente: 22 votos a favor; 0 en contra; 0 abstenciones. 

Diputado Presidente    Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputado Secretario. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad en lo general el proyecto de decreto que se sometió a consideración.

Y a continuación, esta Presidencia pide a las Diputadas y Diputados que deseen reservar algún artículo en lo particular lo indiquen mediante el sistema electrónico a fin de registrar sus intervenciones, solicitándoles que al término de su intervención entreguen por escrito a esta Presidencia la propuesta de modificación correspondiente. 

¿Si alguien desea intervenir?  
No habiendo intervenciones, esta Presidencia declara aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto contenido en el dictamen, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

Y a continuación, esta Presidencia le solicita a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen consignado en el Punto 7 B del Orden del Día previamente aprobado. 

Adelante Diputada. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Con su permiso, Diputado Presidente. 

DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se crea la Ley de Pensiones del Municipio de Múzquiz, Coahuila de Zaragoza, planteada por el Ayuntamiento del Municipio de Múzquiz, Coahuila de Zaragoza; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 24 del mes de abril del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, la iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social, la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se crea la Ley de Pensiones del Municipio de Múzquiz, Coahuila de Zaragoza, planteada por el Ayuntamiento del Municipio de Múzquiz, Coahuila de Zaragoza; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 90, 105, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se crea la Ley de Pensiones del Municipio de Múzquiz, Coahuila de Zaragoza, planteada por el Ayuntamiento del Municipio de Múzquiz, Coahuila de Zaragoza, se basan entre otras en las consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

Sin duda alguna, el derecho humano a la seguridad social, constituye uno de los elementos fundamentales para el bienestar familiar y colectivo. La seguridad social tiene por finalidad garantizar el derecho a la salud, asistencia médica, la protección de los medios de subsistencia y los servicios sociales necesarios para el bienestar individual y colectivo, así como el otorgamiento de una pensión que, en su caso y previo cumplimiento de los requisitos legales, sea garantizada.

El Código Municipal del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece como una de las obligaciones de los ayuntamientos, la de asegurar el régimen de seguridad social de los servidores públicos, empleados y trabajadores municipales;  sin embargo, la falta de regulación en la materia ha provocado que se hayan desarrollado, esquemas de  seguridad y previsión social, sin las bases técnicas necesarias para darles viabilidad financiera, lo que se traduce en importantes desequilibrios presupuestales y provoca gran incertidumbre a los trabajadores al servicio de los Municipios del estado y a sus familias. Actualmente, el municipio de  Múzquiz no cuenta con un sistema propio de pensiones, ni tampoco con un fondo o fideicomiso para el pago de las prestaciones, por lo que estas se pagan a  su personal retirando recursos del propio gasto corriente.

Por lo que hace al municipio de Múzquiz, al 31 de Diciembre de 2015 contaba con 623 empleados en activo lo que representaba un gasto mensual de $ 3´925,510.92 pesos y con 86 jubilados, lo que se traducía en $ 523,278.00 pesos mensuales que se pagaban del gasto corriente. De continuar con erogaciones que a la fecha representan cerca del 20% de la nómina del personal activo, las proyecciones muestran una tendencia creciente que para el año 2036 el porcentaje alcanzaría el 40%, hasta estabilizarse cerca del 65% en el largo plazo lo que se traduciría en una merma a la inversión pública y a la calidad de los servicios públicos.

Para dar respuesta a esta problemática, evitar la descapitalización de los municipios y asegurar la protección de sus trabajadores y sus familias, el Gobernador Constitucional del Estado presentó al Congreso del Estado la iniciativa de Ley para la Implementación de los Sistemas de Pensiones de los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, misma que tiene como objeto, establecer los criterios generales que regirán la implementación, la operación, el seguimiento y la evaluación de los sistemas de pensiones de los municipios del estado. La iniciativa, que se volvió ley vigente el 4 de octubre de 2014, fija la obligación de los municipios de garantizar a sus trabajadores seguridad social mediante la emisión de una ley en donde se cree un organismo público descentralizado para tal efecto o mediante la celebración de convenio con el IMSS o el ISSSTE. El Ayuntamiento de Múzquiz preocupado por la problemática expuesta y en atención a lo dispuesto en la citada Ley, a principios de 2016 inició un estudio actuarial que permitiera definir el mejor sistema de pensiones y esquema de beneficios sociales para el municipio. 

El  cálculo  actuarial  es  la  única  técnica  que  determina  el  costo  actual  y  futuro  de  las obligaciones,  proporcionando  una  amplia  información  que  deberá  considerarse  como fundamental  para  definir  el  rumbo  del  Sistema  de  Seguridad  Social  y  para  la  toma  de decisiones cotidianas.

De él se desprende que la formalización de un sistema en los términos de la fracción I del artículo 19 de la ley para la implementación de los sistemas pensionarios, permitiría al municipio ahorrar en el primer año alrededor de 716 mil pesos, con una tendencia creciente año con año.

Por lo anterior es que la presente propuesta de ley cubre la apremiante necesidad del municipio de fijar lineamientos y normas que aseguren el establecimiento de sistemas de pensiones bajo esquemas adecuados y financieramente sostenibles que garanticen a los trabajadores del ayuntamiento de Múzquiz el acceso a la seguridad social.

 De esta forma es que hoy presentamos esta iniciativa ante este Honorable Congreso la cual fue aprobada en sesión de cabildo, misma que sigue los ordenamientos que marca la Ley  y de la cual se informó previamente al Consejo de Coordinación y Seguimiento para la Implementación de los Sistemas de Pensiones en los Municipios del Estado.

TERCERO.- A fin de que los municipios cuenten con administraciones transparentes, eficaces y que estén constantemente trabajando en el perfeccionamiento de sus prácticas administrativas y su capacidad de gestión, es necesario garantizar mediante los ordenamientos jurídicos correspondientes, los esquemas de seguridad y previsión social de sus trabajadores.

Es por ello, que quienes aquí dictaminamos, coincidimos en la necesidad de emprender acciones encaminadas a reformar los criterios de financiamiento y la estructura de beneficios, a fin de avanzar hacia modelos integrados, equitativos y financieramente sostenibles, que garanticen a los trabajadores un sistema de seguridad social que cuente con sustentabilidad financiera, certeza jurídica, transparencia y eficacia.

En este orden de ideas, debemos referir que en el año 2014, esta soberanía aprobó la iniciativa de Decreto mediante la cual se creó la Ley para la Implementación de los Sistemas de Pensiones de los Municipios del Estado, ley que fija los lineamientos y bases que habrán de regir en los sistemas de pensiones de los municipios de la entidad.

Los integrantes de estas comisiones unidas, después del análisis de la iniciativa estimamos que la misma es acorde a los contenidos de la ley mencionada en el párrafo que antecede, cuenta con el debido respaldo de estudios actuariales en la materia y persigue el objetivo de beneficiar a los trabajadores del municipio, dotándoles de certeza jurídica y seguridad social.

No podemos omitir mencionar, que este Congreso recibió el 25 de abril del año 2017, un oficio enviado por el C. José Alfredo Argueta Ramírez, Secretario General del Sindicato Único de Trabajadores al Servicio del Municipio, en el que manifiesta que este gremio no está de acuerdo en el proyecto del Sistema de Pensiones para los Trabajadores al Servicio del Municipio de Múzquiz, dado que la aprobación del mismo dañaría a los agremiados “ya que la mayoría tiene un sueldo entre los $1,200.00 a $2,500.00 pesos quincenales, y el 70% con el que pretenden pensionarlos los dejaría con una solvencia económica insuficiente para la manutención de su familia y su persona”. Con respecto a este punto, debemos precisar que en fecha posterior, el 18 de julio del año en curso, el Secretario del Ayuntamiento de este Municipio nos informó, mediante el oficio 7589, que derivado de negociaciones llevadas a cabo con el referido sindicato, se llegó al acuerdo de fijar el 100% del salario regulador para obtener una pensión a los trabajadores que pertenezcan a la generación en transición.

Después de valorar el contenido de las comunicaciones referidas, encontramos elementos suficientes para considerar que los cambios propuestos, redundan en el beneficio de los trabajadores de esta comunidad y que los mismos son acordes con las bases previstas en la ley modelo, por lo que llegamos al acuerdo de incorporarlos en el presente dictamen.

Así, derivado de los datos proporcionados en la exposición de motivos y del estudio actuarial al que se alude en la misma, y toda vez que estimamos que es nuestro deber como legisladores, velar por la certeza y seguridad social de los trabajadores del municipio, cuyos derechos actualmente están en riesgo ante la situación de no contar con un ordenamiento legal que asegure sus prerrogativas mediante mecanismos técnica y financieramente sustentables, es que se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se crea la Ley de Pensiones del Municipio de Múzquiz, Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1.- La presente Ley es de orden público y de observancia general, tiene por objeto regular el sistema pensionario del municipio de Múzquiz, Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO 2.- Para los efectos de esta Ley se entiende:

I.- Por patrón, el Municipio de Múzquiz, sus órganos centralizados, descentralizados, desconcentrados y paramunicipales;

II.- Por trabajador, toda persona física que presta un servicio físico o intelectual al municipio, en virtud de nombramiento expedido o por figurar en la nómina de pago de sueldos;

III.- Por Gabinete, al Gabinete de Pensiones del Municipio de Múzquiz, Coahuila de Zaragoza;
IV.- Por pensionado, toda persona que habiendo cumplido los requisitos señalados en esta Ley, tenga derecho a una pensión y se retire del servicio, para gozar de los mismos;
V.- Por beneficiarios, a la persona o personas que por disposición de esta Ley se les reconozca tal carácter para disfrutar de los beneficios concedidos en la misma ante la ausencia del titular del derecho, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53 de esta Ley;

VI. Por sueldo de cotización, el que sirve para el cálculo de las cuotas y aportaciones al Fondo que se integrará sobre la base del sueldo presupuestal del trabajador, más compensación y quinquenio, excluyéndose cualquier otra prestación que el trabajador perciba con motivo de su trabajo; 

Si el trabajador desempeña varios puestos que devengan diversos sueldos, estos últimos se acumularán para integrar el sueldo de cotización;

Este sueldo en ningún caso podrá ser menor que 1 ni mayor a 15 Unidades de Medida y Actualización vigentes;
 

VII. Por sueldo regulador, el promedio ponderado de los sueldos de cotización de toda la vida activa del trabajador, previa actualización con el Índice Nacional de Precios al Consumidor. Este no podrá ser superior al último salario sueldo neto que hubiera recibido el trabajador en activo;

VIII. Por aportación, al monto que debe cubrir al Fondo el patrón, equivalente a un porcentaje determinado del sueldo de cotización del trabajador;

IX. Por cuota, al monto que debe cubrir al fondo el trabajador, equivalente a un porcentaje determinado de su sueldo de cotización, y

X.
Por Fondo, al fondo de pensiones que estará fideicomitido.

CAPÍTULO SEGUNDO
DEL FONDO DE PENSIONES

ARTÍCULO 3.- El Fondo se constituirá de la siguiente manera:

I.-
Con la aportación obligatoria del patrón, equivalente al 12.25% del sueldo de cotización de los trabajadores.

II.- Con la cuota obligatoria de los trabajadores de una cantidad equivalente al 12.25% del sueldo de cotización que perciban.

III.- Con los intereses, rentas y demás utilidades que se obtengan de la inversión o préstamos de acuerdo a este ordenamiento de las cuotas y aportaciones a que se refiere las fracciones anteriores.

IV.- Con los bienes muebles e inmuebles que los Gobiernos Federal, Estatal y Municipal, Instituciones Públicas o Privadas y los particulares donen a favor del Fondo.

V.- Con los subsidios y aportaciones periódicas o eventuales hechas a su favor por los Gobiernos Federal, Estatal o Municipal o de Instituciones Públicas o Privadas o de Particulares.

VI.- Con todos los demás bienes que adquiera por cualquier medio legal.

Las cuotas y aportaciones, deberán ser validadas actuarialmente de manera que exista equilibrio entre los ingresos y egresos futuros del Fondo.

Las valuaciones actuariales deberán realizarse al menos una vez cada 4 años.

ARTÍCULO 4.- En ningún caso y por ninguna autoridad se podrá disponer de los bienes, derechos y fondos pertenecientes al Fondo, ni a título de préstamo al Municipio de Múzquiz, aun cuando se pretenda el pago de intereses o renta, pues sólo estarán afectos a la prestación de los beneficios sociales previstos en esta Ley.

ARTÍCULO 5.- Los trabajadores no adquirirán derecho alguno, ni individual ni colectivo, sobre el Fondo, sino exclusivamente el de gozar de los beneficios establecidos en este Ordenamiento.

ARTÍCULO 6.- Queda prohibido a los integrantes del Gabinete de Pensiones, otorgar fianza o aval que graven el Fondo.

ARTÍCULO 7.- Todo acto, contrato o documento que implique obligación, derecho inmediato o eventual para el Fondo, deberá ser registrado en su contabilidad.

ARTÍCULO 8.- El Fondo será administrado por una institución bancaria, con la que el Consejo Directivo celebrará un contrato de fideicomiso, en cuyo clausulado será obligación consignar que la Institución Fiduciaria únicamente cubrirá las cantidades amparadas mediante la orden de pago que en lo relativo formulen el Presidente o el Tesorero del Gabinete por concepto de beneficios que se establecen en este ordenamiento. En la orden de pago será obligación de los integrantes del Gabinete, remitir copia certificada del acta de la sesión correspondiente en la que se hubiese concedido el beneficio de que se trate.

ARTÍCULO 9.- La Tesorería del Municipio de Múzquiz, los Organismos Descentralizados o Desconcentrados tienen la obligación de consignar a la Institución Fiduciaria las cuotas y aportaciones les correspondan al patrón y a los trabajadores en los términos de las fracciones I y II del Artículo 3 de esta Ley.
La Tesorería Municipal y los Organismos Descentralizados o Desconcentrados del Municipio deberán enterar las cuotas y aportaciones a que se refiere el párrafo anterior dentro de los 30 días siguientes a la fecha en que se pague la nómina al trabajador. En caso contrario, deberá cubrir un interés similar a la tasa líder que tenga establecida la Institución Fiduciaria más un punto porcentual mensual por el tiempo que persista el adeudo.

El cumplimiento del entero de las cuotas y aportaciones a que se refiere este artículo deberá estar garantizado con las participaciones que reciba el Municipio.

El propio titular de la Tesorería Municipal remitirá al Gabinete el documento justificativo de las cuotas y aportaciones, conjuntamente con una relación de los trabajadores a cuyo favor se hubiesen hecho.

ARTÍCULO 10.- En caso de que el patrón interrumpa las aportaciones a su cargo, el derechohabiente o sus beneficiarios tendrán derecho a exigir que el patrón aporte las cuotas omitidas.

CAPÍTULO TERCERO

DE LOS ORGANOS DE ADMINISTRACIÓN Y DIRECCIÓN

ARTÍCULO 11.- Se crea el Gabinete de Pensiones del Municipio de Múzquiz, Coahuila de Zaragoza como una instancia de opinión, consulta y resolución en materia de pensiones para el municipio, el cual estará integrado por:

I. Quien sea titular de la Presidencia Municipal de Múzquiz, Coahuila de Zaragoza;

II. Quien sea titular de la Secretaría del Ayuntamiento;

III. Quien sea titular de la Tesorería Municipal;

IV. Quien sea titular de la Contraloría Municipal;

V. Quien sea Síndico o Síndica de Mayoría; y

VI. Dos representantes de los trabajadores.

ARTÍCULO 12.- El Gabinete estará presidido por quien sea titular de la Presidencia Municipal y estará coordinado por quien sea titular de la Secretaría del Ayuntamiento, que encabezará las reuniones en la ausencia de quien sea titular de la Presidencia Municipal.

A excepción de quien sea titular de la Presidencia Municipal, ningún otro miembro del Gabinete podrá nombrar suplentes.

ARTÍCULO 13.- Las funciones del Gabinete serán las siguientes:

I. Servir como un mecanismo de coordinación en materia de pensiones para el Municipio;

II. Cumplir y hacer cumplir con exactitud las disposiciones de esta Ley;

III. Emitir opiniones en los asuntos relacionados a las pensiones en el Municipio;

IV. Recibir de quien sea titular de la Tesorería, los proyectos de resolución, efectuar la revisión de los expedientes y emitir las resoluciones en las que se determine la procedencia o no de las pensiones solicitadas;

V. Emitir los mandatos al fideicomiso para el pago de pensiones y las instrucciones para la inversión de los recursos;

VI. Tomar en consideración los resultados y recomendaciones del estudio actuarial correspondiente para la correcta administración del fondo, y

VII. Las demás que establezca esta Ley y sus reglamentos.

ARTÍCULO 14.- El Gabinete se reunirá mensualmente por convocatoria de quien sea titular de la Presidencia Municipal, por conducto de quien ocupe la Secretaría del Ayuntamiento.

Cuando se estime conveniente, quien sea titular de la Presidencia Municipal, podrá invitar a los ciudadanos, funcionarios, expertos y representantes de instituciones académicas y de investigación, que se determine con quienes se realizarán consultas.

ARTÍCULO 15.- Quien sea titular de la Secretaría del Ayuntamiento será responsable de llevar a cabo el registro y seguimiento de los acuerdos asumidos; el resguardo y conservación de información y documentos; la organización y apoyo documental de las reuniones, así como elaborar y conservar las minutas correspondientes y las demás acciones que sean necesarias para la organización y funcionamiento del Gabinete.

ARTÍCULO 16.- El Gabinete celebrará, por lo menos, una sesión ordinaria cada mes y las extraordinarias que sean necesarias para la eficaz administración del fondo, debiéndose convocar a ellas, cuando menos, con 24 horas de anticipación.

ARTÍCULO 17.- Las sesiones del gabinete serán válidas cuando el quórum se integre con la mitad más uno de sus miembros, debiendo figurar en todo caso quien sea titular de la Presidencia Municipal, de la Secretaría del Ayuntamiento o sus sustitutos y un representante de los trabajadores.

ARTÍCULO 18.- Las votaciones para los acuerdos del Gabinete se tomarán por mayoría de votos de los miembros presentes. En caso de empate, quien sea titular de la Presidencia Municipal tendrá voto de calidad.

ARTÍCULO 19.- Las actas de las sesiones del Gabinete se consignarán en un libro destinado especialmente para ese objeto, el cual estará bajo la custodia y conservación de quien sea titular de la Secretaría del Ayuntamiento.

ARTÍCULO 20.- Quien ocupe la Presidencia del Gabinete tendrá las atribuciones siguientes:

I.- Convocar a los miembros del Gabinete a las sesiones ordinarias y extraordinarias conforme al Orden del Día que para ese efecto elabore;

II.- Presidir y dirigir las sesiones del Gabinete y declarar resueltos los asuntos en el sentido de las votaciones;

III.- Autorizar, en unión de quien sea titular de la Secretaría del Ayuntamiento, las Actas que se levanten de las sesiones ordinarias y extraordinarias que celebre el Gabinete;

IV.- Resolver bajo su inmediata y directa responsabilidad los asuntos que debiendo ser conocidos por el Gabinete, no admitan demora dada su urgencia, dando cuenta de ello al Gabinete de la decisión tomada para su revocación, modificación o confirmación, en su caso, y

V.- Las demás que determinen esta Ley y sus reglamentos. 

ARTÍCULO 21.- Quien ocupe la titularidad de la Secretaría del Ayuntamiento tendrá las atribuciones siguientes:

I.- Comunicar a los demás miembros del Gabinete las convocatorias para las sesiones ordinarias y extraordinarias;

II.- Tomar las votaciones de los miembros presentes en cada sesión;

III.- Levantar y autorizar con sus firmas las actas correspondientes a las Sesiones Ordinarias y Extraordinarias que celebre el Gabinete;

IV.- Llevar el control de la correspondencia y someterla a la firma de quien sea el titular de la Presidencia Municipal, y

V.- Los demás que determinen esta Ley y los que en adición a los anteriores les sean expresamente señalados de quien sea titular de la Presidencia Municipal.

ARTÍCULO 22.- Las faltas temporales de quien sea titular de la Secretaría del Ayuntamiento serán suplidas por la persona que designe quien sea titular de la Presidencia Municipal.

ARTÍCULO 23.- Quien sea titular de la Tesorería tendrá las atribuciones siguientes:

I.- 
Preparar el presupuesto anual de ingresos y de egresos de las prestaciones establecidas en esta Ley para ser sometido a la consideración y aprobación, en su caso, del Gabinete;

II.-
Preparar los estados financieros mensuales y los informes generales y especiales, para su examen y aprobación, en su caso, por parte del Gabinete:

III.-
Revisar los movimientos de ingresos y egresos que se efectúen;

IV.-   Rendir mensualmente ante el Gabinete un informe de los beneficios otorgados con                especificación de los montos que en forma periódica o de préstamos se haya entregado;

V.-
 Firmar conjuntamente con quien sea titular de la Presidencia Municipal las órdenes de pago que procedan;

VI.-   Autorizar, en conjunto con quien sea titular de la Presidencia Municipal, los préstamos quirografarios de acuerdo con el reglamento respectivo.

VII.-
Recibir las solicitudes así como los documentos relativos y elaborar los proyectos de resolución de pensión, y someterlos a consideración del Gabinete de Pensiones para que determine la procedencia o no de la pensión solicitada, y

VIII.-
Las demás que determine esta Ley y las que en adición a las anteriores, le sean
expresamente señaladas por quien sea titular de la Presidencia Municipal.

ARTÍCULO 24.- Las faltas temporales de quien sea titular de la Tesorería serán suplidas por la persona que designe quien sea titular de la Presidencia Municipal.

CAPÍTULO CUARTO

DE LOS DISTINTOS BENEFICIOS QUE CONCEDE

ESTA LEY Y FORMAS DE ADQUIRIRLOS

ARTÍCULO 25.- Los beneficios y servicios sociales establecidos en esta Ley se concederán:

I.- A los Trabajadores al servicio del Municipio de Múzquiz, Coahuila de Zaragoza;

II.- A los Trabajadores de los Organismos Descentralizados, desconcentrados o paramunicipales de la Administración Municipal que por ley sean incorporados a su régimen;

III.- A los Pensionados; y

IV.- A los Beneficiarios tanto de los trabajadores como de los pensionados.

No serán sujetos a los beneficios que se establecen en esta Ley, aquellas personas que perciban emolumentos mediante recibo de honorarios, por contrato de obra, mediante interinatos o a quienes el patrón pague cuotas para el pago de pensiones a otra institución diversa del Municipio.

ARTÍCULO 26.- Los beneficios que otorga la presente Ley son los siguientes: 

I.- Pensión por Retiro por Edad y Antigüedad en el Servicio;

II.- Pensión por Vejez;

III.- Pensión Anticipada por Retiro;

VI.- Pensión por Incapacidad por Causas Ajenas al Servicio;

V.- Pensión por Incapacidad por Riesgos de Trabajo;

VI.- Pensión por Muerte por Causas de Trabajo;

VII.- Pensión por Muerte por Causas Ajenas al Trabajo;

VIII.- Pago único de Gastos de Funeral;

IX.- Préstamos quirografarios a corto plazo; y

X.- Créditos para la adquisición de propiedades de casa o terrenos, y construcción de las mismas destinadas a la habitación familiar del trabajador con garantía hipotecaria.

Los anteriores beneficios serán concedidos en la medida en que así lo permita la situación financiera del Fondo dando preferencia a las pensiones. 
ARTÍCULO 27.- El derecho a la pensión es imprescriptible. Las pensiones caídas, las indemnizaciones globales y cualquier prestación en dinero a cargo del Fondo, que no se reclamen dentro de los dos años siguientes a la fecha en que hubieren sido exigibles, prescribirán a favor del Fondo.

CAPÍTULO QUINTO

DE LAS PENSIONES POR RETIRO 

ARTICULO 28.- La pensión por Retiro por Edad y Antigüedad en el Servicio, se concederá al trabajador que cumpla cuando menos 30 años de servicio y un mínimo de 65 años de edad.

El monto de la pensión en este caso será del 70% del sueldo regulador.

ARTICULO 29.- La pensión por vejez se concederá al trabajador que haya cumplido cuando menos 65 años de edad y un mínimo de 15 años de servicio.

El monto de la pensión por vejez será de un porcentaje del sueldo regulador, de acuerdo con la antigüedad al momento del retiro conforme a la siguiente tabla: 
	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	15

16

17

18

19

20

21

22
	38.50%

40.60%

42.70%

44.80%

46.90%

49.00%

51.10%

53.20%
	23

24

25

26

27

28

29

30 o más
	55.30%

57.40%

59.50%

61.60%

63.70%

65.80%

67.90%

70.00%


ARTÍCULO 30.- El trabajador podrá optar por una pensión anticipada por retiro a partir de los 60 años de edad, el monto de esta pensión se reducirá un 5% por cada año que le falte para cumplir 65 años, con respecto al beneficio que le hubiere correspondido en la pensión de vejez, establecida en el artículo anterior.

ARTICULO 31.- Las pensiones a que se refiere este capítulo serán vitalicias, con transmisión a beneficiarios de acuerdo con lo establecido en el capítulo séptimo de esta Ley.

ARTICULO 32.- El monto de las pensiones por retiro por edad y antigüedad en el servicio, vejez y anticipada por retiro, aumentarán anualmente en el mes de febrero, en la misma proporción en que aumente el Índice Nacional de Precios al Consumidor, según la cuota diaria de su pensión.

CAPÍTULO SEXTO

PENSIÓN POR INHABILITACIÓN FISICA O MENTAL

ARTÍCULO 33.- Para los efectos de esta Ley, se entenderán como riesgos de trabajo los accidentes y enfermedades a que se encuentran expuestos los trabajadores en el ejercicio o con motivo del trabajo.

ARTÍCULO 34.- Se considerarán, para efectos de esta Ley, accidentes de trabajo a toda lesión orgánica o perturbación funcional, inmediata o posterior, o la muerte producida repentinamente en el ejercicio o con motivo del trabajo cualquiera que sea el lugar y el tiempo en que se preste; así como aquellos que ocurran al trabajador al trasladarse directamente de su domicilio al lugar de trabajo, o viceversa.

ARTÍCULO 35.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá como incapacidad permanente total a la pérdida de facultades o aptitudes de un trabajador que lo imposibilita para desempeñar sus actividades por el resto de su vida.

ARTÍCULO 36.- No se considerarán riesgos de trabajo:

I.
Si el accidente ocurre encontrándose el trabajador en estado de embriaguez.

II.
Si el accidente ocurre encontrándose el trabajador bajo la acción de algún narcótico o droga enervante, salvo que exista prescripción médica y que el trabajador hubiese puesto el hecho en conocimiento del jefe inmediato, presentándole la prescripción suscrita por el médico.

III.
Si el trabajador se ocasiona intencionalmente una lesión por sí mismo o de acuerdo con otra persona.

IV.
Los que sean resultado de un intento de suicidio o efecto de una riña en que hubiere participado el trabajador u originados por algún delito cometido por éste, y

V.
Cuando la incapacidad tenga su origen en actividades ajenas a las encomendadas al trabajador por la entidad de su adscripción.

ARTÍCULO 37.- El trabajador que se inhabilite física o mentalmente por causas ajenas al desempeño de su cargo o empleo, en forma total y permanente, y cuente con al menos 5 años de servicio, tendrá derecho a recibir una pensión por incapacidad por causas ajenas al servicio. 

ARTÍCULO 38.- El trabajador que se inhabilite física o mentalmente por causas de trabajo, en forma total y permanente independientemente de los años de servicio, tendrá derecho a recibir una pensión por incapacidad por riesgos de trabajo.

ARTÍCULO 39.- No habrá derecho a la pensión por incapacidad por riesgos de trabajo o incapacidad por causas ajenas al trabajo cuando la persona inhabilitada pueda desempeñar algún puesto o trabajo diferente al que venía ejecutando, pues en este caso se le instalará en proporción a sus aptitudes.

ARTÍCULO 40.- A efecto de establecer la inhabilitación total y permanente del trabajador, se tomará en consideración el dictamen del médico del Instituto de Seguridad Social y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado o de la Institución con quien se tenga subrogada el servicio médico, de la especialidad de que se trate. Si el afectado está en desacuerdo con el dictamen de dicho Instituto, él o sus representantes podrán designar médicos particulares para que dictaminen. 

En caso de no coincidir ambos dictámenes, el patrón propondrá al afectado una terna de especialistas, de reconocido prestigio profesional, para que elija uno de entre ellos, el cual dictaminará el caso en forma definitiva, y una vez hecha por el afectado la elección del tercero en discordia, el dictamen de éste será inapelable y por tanto obligatorio para el interesado y para el patrón.

ARTÍCULO 41.- El monto de la pensión por incapacidad total por causas ajenas al servicio será de un porcentaje, dependiendo de la antigüedad al momento del siniestro, del sueldo regulador, conforme a la siguiente tabla:

	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	5 a 10

11

12

13

14

15

16

17

18

19

20


	35.00%

35.70%

36.40%

37.10%

37.80%

38.50%

40.60%

42.70%

44.80%

46.90%

49.00%
	21

22

23

24

25

26

27

28

29

30 o más


	51.10%

53.20%

55.30%

57.40%

59.50%

61.60%

63.70%

65.80%

67.90%

70.00%


Toda fracción de más de seis meses de servicio se considerará como año completo

ARTÍCULO 42.- La pensión por incapacidad por riesgos de trabajo será del 70% del sueldo regulador. 

ARTÍCULO 43.- El monto de la pensión por incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo aumentará anualmente en el mes de febrero, en la misma proporción en que aumente el Índice Nacional de Precios al Consumidor, según la cuota diaria de su pensión.

ARTÍCULO 44.- Las pensiones a que se refiere este capítulo serán vitalicias, con transmisión a beneficiarios de acuerdo con lo establecido en capítulo séptimo de esta Ley.

ARTÍCULO 45.- La pensión por incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo será revocada cuando el trabajador recupere su capacidad de servicio.

En tal caso el patrón tendrá obligación de restituirlo al empleo si de nuevo es apto para el mismo, o en caso contrario, asignarle un trabajo que pueda desempeñar, debiendo ser, cuando menos, de un sueldo y categoría equivalente a los que disfrutaba al acontecer la incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo.

Si el servidor público no fuese restituido a su empleo o no se le asignara otro en los términos del párrafo anterior por causa imputable al patrón, seguirá percibiendo el importe de la pensión.

ARTÍCULO 46.- No se concederá la pensión por incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo:

I.
Cuando el estado de incapacidad sea consecuencia de un acto intencional del trabajador u originado por algún delito cometido por él mismo.

II.
Cuando el estado de incapacidad sea anterior a la fecha de alta del trabajador en servicio.

ARTÍCULO 47.- Será facultad del patrón constatar periódicamente la incapacidad del trabajador.

CAPÍTULO SÉPTIMO

PRESTACIÓN POR MUERTE DEL TRABAJADOR

ARTÍCULO 48.- Los beneficiarios del trabajador, o pensionado tendrán derecho a percibir una ayuda para gastos de funerales equivalente a 20 Unidades de Medida y Actualización mensuales vigentes contra la presentación del acta de defunción.

ARTÍCULO 49.- Los beneficiarios de un pensionado por retiro por edad y antigüedad en el servicio, vejez, anticipada por retiro, incapacidad por causas ajenas al servicio o incapacidad por riesgos de trabajo fallecido, tendrán derecho a recibir una pensión equivalente al 90% de la pensión que venía recibiendo el titular por el tiempo establecido en este capítulo.

ARTÍCULO 50.- Si el trabajador, independientemente de la antigüedad en el servicio, fallece por causas de trabajo, los beneficiarios tendrán derecho a percibir una pensión por muerte por causas de trabajo. El monto de esta pensión será del 70% del sueldo regulador.
ARTÍCULO 51.- Si el trabajador activo muere por causas ajenas al trabajo y cuenta con más de 5 años de servicio, los beneficiarios tendrán derecho a percibir una pensión por muerte por causas ajenas al trabajo. El monto de esta pensión será de un porcentaje del sueldo regulador dependiendo de la antigüedad al momento del siniestro, y se concederá conforme a la siguiente tabla:

	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	5 a 10

11

12

13

14

15

16

17

18

19

20


	28.00%

30.10%

32.20%

34.30%

36.40%

38.50%

40.60%

42.70%

44.80%

46.90%

49.00%
	21

22

23

24

25

26

27

28

29

30 o más


	51.10%

53.20%

55.30%

57.40%

59.50%

61.60%

63.70%

65.80%

67.90%

70.00%


ARTÍCULO 52.- Las pensiones descritas en los artículos 49, 50 y 51 de esta Ley aumentarán anualmente en el mes de febrero en la misma proporción en que aumente el Índice Nacional de Precios al Consumidor, según la cuota diaria de su pensión.

ARTÍCULO 53.- Las prestaciones que en este capítulo se conceden a los beneficiarios, se otorgarán en el siguiente orden:

I.-
El cónyuge supérstite e hijos menores de 18 años o de hasta 25 años en caso de que acrediten estar estudiando, acordes a su edad, o incapaces durante el tiempo que dure la incapacidad; 

II.-
A falta de cónyuge, la persona con quien haya vivido en concubinato siempre que el trabajador o pensionado hubiera tenido hijos o vivido en su compañía durante el tiempo que señale el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza. Si al morir el trabajador o pensionado, viviere en concubinato con varias personas, ninguna tendrá derecho a pensión; y 

III.-
A falta de cónyuge, hijos, concubina o concubinario, la pensión por muerte se entregará a los ascendientes del trabajador, por grado sucesivo, en caso de que hubieran dependido económicamente del trabajador o pensionado.

La pensión a que tengan derecho los beneficiarios se otorgará en partes iguales y el pago será retroactivo a la fecha del deceso del trabajador o pensionado.

Cuando fuesen varios los beneficiarios de una pensión y alguno de ellos perdiese el derecho, la parte que le corresponda será repartida proporcionalmente entre los restantes.

ARTÍCULO 54.- Si otorgada una pensión aparecen otros beneficiarios con derecho a la misma, se suspenderá el pago, hasta que se acredite el pago a quien en derecho proceda, debiéndose cubrir en forma retroactiva hasta el momento de la suspensión, sin que el nuevo beneficiario tenga derecho a reclamar el pago de las cantidades cobradas por los primeros.

En caso de que dos o más beneficiarios reclamen el derecho a la pensión como cónyuge supérstite, se suspenderá el trámite y se estará a la resolución judicial que corresponda, sin perjuicio de continuar el trámite por lo que respecta a los hijos, otorgándose a éstos el porcentaje respectivo.

Cuando un beneficiario, ostentándose como cónyuge supérstite, exhiba la sentencia ejecutoria que acredite el estado civil que aduce para reclamar un beneficio que se haya concedido a otra persona por el mismo concepto, procederá la revocación de la pensión y se concederá al acreditante, quien la percibirá a partir de la fecha de la suspensión, sin que tenga derecho a reclamar las cantidades cobradas.

ARTÍCULO 55.- Los derechos a percibir pensión por los familiares beneficiarios del servidor público o pensionista se pierden por alguna de las siguientes causas:

I.-
Cuando quien sea cónyuge beneficiario contraiga nupcias o llegare a vivir en concubinato; 

II.-
La divorciada o divorciado no tendrán derecho a la pensión de quien haya sido su cónyuge a menos que a la muerte del causante éste estuviese ministrándole alimentos por convenio o condena judicial, y siempre que no existan viuda o viudo, hijos, concubina o concubinario, ascendientes y nietos con derecho a la misma. Cuando la divorciada o divorciado disfrutase de la pensión en los términos de este artículo, perderá dicho derecho si contraen nuevas nupcias o si viviese en concubinato. 

III.-
Cuando los hijos cumplan la mayoría de edad, a menos de que sean solteros y estén realizando estudios de nivel medio superior o superior en planteles que se dediquen a la enseñanza, con autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios en los términos de la Ley General de Educación, así como las instituciones creadas por decreto presidencial o por ley, cuyo objeto sea la enseñanza. Estos perderán el derecho al cumplir 25 años de edad. Los hijos incapaces perderán el derecho en cuanto cese la incapacidad. 

IV.-
Por fallecimiento del beneficiario.

ARTÍCULO 56. Si el hijo pensionado llegare a los dieciocho años y no pudiere mantenerse por su propio trabajo debido a una enfermedad duradera, defectos físicos o enfermedad psíquica, el pago de la pensión por orfandad se prorrogará de manera vitalicia siempre y cuando ésta sea total y permanente. En tal caso el hijo pensionado estará obligado a someterse a los reconocimientos y tratamientos que el patrón le prescriba y proporcione, y a las investigaciones que en cualquier tiempo éste ordene para los efectos de determinar su estado de incapacidad, haciéndose acreedor, en caso contrario, a la suspensión de la pensión.

ARTÍCULO 57.- El derecho al goce de la pensión de viudez comenzará el día siguiente del fallecimiento del trabajador o pensionista, y cesará al cumplirse cualquier supuesto establecido en el artículo 55 de esta Ley.

ARTÍCULO 58.- El disfrute de una pensión por viudez, derivada de los derechos de un trabajador o pensionista en favor de sus beneficiarios será compatible con el disfrute de la pensión por retiro por edad y antigüedad en el servicio, vejez y anticipada por retiro vejez, anticipada por retiro, incapacidad por riesgos de trabajo o incapacidad por causas ajenas al servicio que genere por derechos propios.  

No será compatible el disfrute de dos o más pensiones generadas por un trabajador, en caso de que cumpla con los requisitos para acceder a más de una pensión, recibirá la de mayor cuantía sin que éstas sean acumulables.

ARTÍCULO 59.- La percepción de una pensión por orfandad, es compatible con el disfrute de otra pensión igual proveniente de los derechos derivados del otro progenitor.

CAPÍTULO OCTAVO

DEVOLUCIÓN DE CUOTAS

ARTÍCULO 60.- El trabajador que sin tener derecho a pensión se separe o sea separado del servicio por cualquier causa, podrá optar por una de las dos opciones siguientes:

I.-
La devolución de hasta el 50% de las cuotas que realizó el trabajador, de acuerdo con la fracción II del artículo 3 de esta Ley, sin incluir los intereses generados por las mismas, los cuales seguirán formando parte del fondo. 

II.-
Dejar en el Fondo sus cuotas aportadas de acuerdo con la fracción II del artículo 3 de esta Ley, para conservar así su antigüedad de cotización y conservarla para el caso de que reingrese al servicio del patrón, siempre y cuando hubiere acumulado al menos 1 año de servicio a partir del reingreso.

El trabajador tendrá un plazo de 12 meses a partir de la separación del cargo, para determinar cuál de las dos opciones anteriores seleccionó. Cuando el trabajador no manifieste la opción que elige dentro del plazo previsto, se entenderá que elige la opción establecida en la fracción II de este artículo.

En caso de que el trabajador fallezca sin tener derecho a una pensión, los beneficiarios recibirán el beneficio descrito en la fracción I de este artículo.

ARTÍCULO 61.- Para acceder al beneficio establecido en el artículo anterior, el trabajador o sus beneficiarios deberán presentar un certificado de no adeudo de créditos quirografarios de acuerdo con lo establecido en el Capítulo Noveno de esta Ley. En caso de que el trabajador sea aval de un crédito vigente, la Tesorería del Ayuntamiento descontará el saldo pendiente de pago de dicho crédito y lo pagará al trabajador o sus beneficiarios a la liquidación del mismo.

ARTÍCULO 62.- La Tesorería del Ayuntamiento tiene la facultad de retener de la devolución de cuotas del trabajador que se retire sin derecho a pensión los adeudos que este tenga con el fondo y que no hayan sido cubiertos previamente con su finiquito.
CAPÍTULO NOVENO

DE LOS PRÉSTAMOS

ARTÍCULO 63.- Por préstamo quirografario se entiende el crédito concedido por el Gabinete a favor de un trabajador o pensionado suscribiendo un documento a favor del Fondo, en la que se ampare la cantidad recibida, más los intereses correspondientes.

ARTÍCULO 64.- Todo trabajador con más de 2 años de antigüedad o pensionado, tendrá derecho a que se le otorgue un crédito quirografario de conformidad con las posibilidades económicas del Fondo, de acuerdo con lo establecido en el reglamento interior.

ARTÍCULO 65.- Los préstamos a que se refiere este capítulo causarán un interés anual, sobre saldos insolutos, de al menos la tasa de inflación más 3 puntos porcentuales anuales.

ARTÍCULO 66.- Para tener derecho a gozar del beneficio previsto en este capítulo el trabajador en activo, deberá tener una antigüedad efectiva de 2 años de haber ingresado al trabajo al servicio del patrón.

ARTÍCULO 67.- El plazo máximo para su pago será de 2 años programando los pagos respectivos para que sean deducidos de su nómina. El monto de las deducciones por este concepto no podrá ser superior al 30% de la percepción mensual del trabajador o pensionado.

ARTICULO 68.- En caso de fallecer el trabajador o pensionado, y tener adeudos al fondo, se descontará la cantidad adeudada de las que habrán de recibir los beneficiarios.

ARTÍCULO 69.- Para hacer efectivos los préstamos que conceda, independientemente de poder hacer el descuento en las nóminas, la Tesorería del Ayuntamiento se reserva el derecho de ejercer para su cobro las vías que procedan conforme a la legislación correspondiente. 

ARTÍCULO 70.- Los créditos para la adquisición de propiedades de casa o terrenos, y construcción de las mismas destinadas a la habitación familiar del trabajador con garantía hipotecaria, se otorgarán de conformidad con las posibilidades económicas del Fondo, de acuerdo con lo establecido en el reglamento interior.

CAPÍTULO DÉCIMO

PREVENCIONES GENERALES

ARTÍCULO 71.- La Tesorería Municipal mantendrá al corriente las nóminas correspondientes de los trabajadores de planta del patrón, proporcionando los informes que sean necesarios para lograr una mejor prestación de los servicios y beneficios sociales encomendados por el presente ordenamiento.

ARTICULO 72.- Los trabajadores activos, y pensionados deberán notificar a la Tesorería Municipal el nombre de sus beneficiarios mediante carta testamentaria.

En la carta testamentaria sólo se podrá instituir como beneficiario a los comprendidos en el artículo 53 de esta ley, en el orden previsto en dicho precepto.

ARTÍCULO 73.- Los préstamos quirografarios se concederán por el Fondo siempre que las reservas sean suficientes para garantizar preferentemente los beneficios que por jubilaciones, inhabilitación y muerte del trabajador, que concede la presente ley.

ARTÍCULO 74.- La separación por licencia sin goce de sueldo del trabajador o la suspensión de la relación de trabajo, se computará, para los efectos de esta Ley, como tiempo efectivo de servicio, en los siguientes casos:

I.-
Cuando la licencia se conceda por período que no exceda de 6 meses, dentro de un período de trabajo de 36 meses;

II.-
Cuando la licencia se conceda al trabajador para desempeñar cargos públicos o comisiones sindicales, mientras duren dichos cargos o comisiones;

III.-
Cuando el trabajador sufra prisión preventiva seguida de sentencia absolutoria mientras dure la privación de la libertad;

IV.-
Cuando el trabajador fuere suspendido de su empleo conforme a la Ley, por todo el tiempo que dure la suspensión y mientras tanto no fuere reinstalado en su empleo por virtud del auto ejecutorio a su favor.

En los casos antes señalados el trabajador deberá de pagar las cuotas y aportaciones a que se refiere el artículo 3 de esta ley.

ARTÍCULO 75.- Los pensionados recibirán anualmente un aguinaldo equivalente a 30 días de la pensión que estén disfrutando.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

SEGUNDO.- De conformidad a la fracción V del artículo 3 de esta Ley, el Municipio aportará al Fondo la cantidad de $1’000,000 (un millón de pesos 00/100 m.n.) a un plazo no mayor a 15 días a partir de la entrada en vigor de la presente Ley.

TERCERO.- Los pensionados que estén disfrutando una pensión a la fecha de entrada en vigor de la presente Ley, o tengan derecho adquirido a disfrutar de alguna de ellas, la mantendrán en los términos y condiciones en los que la hayan adquirido. 

CUARTO.- Aquellos trabajadores que se encuentren en activo a la entrada en vigor de esta Ley, y no se encuentren en el supuesto descrito en el transitorio anterior serán considerados como trabajadores en transición pudiendo ser sindicalizados o no sindicalizados.

QUINTO.- Para los trabajadores en transición el sueldo regulador, será el promedio ponderado de los últimos sueldos de cotización, previa actualización mediante el Índice Nacional de Precios al Consumidor, de acuerdo al año en que alcance los requisitos para obtener una pensión al 100% para los trabajadores en transición sindicalizados o del 70% para los trabajadores en transición no sindicalizados conforme a la siguiente tabla:

	Año en que adquiere el derecho a la jubilación al máximo
	Número de años de sueldo a promediar

	2017

2018

2019

2020

2021

2022

2023

2024

2025 o más
	2

3

4

5

6

7

8

9

10


Para determinar el año en que cumpliría los requisitos para obtener una pensión al 70% se establecen en los artículos sexto o séptimo transitorios.
 
SEXTO.- Para los efectos del artículo 28 de la presente Ley, el trabajador en transición, ya sea sindicalizado o no sindicalizado, tendrá derecho a la pensión por Retiro por Edad y Antigüedad en el Servicio al contar con al menos una antigüedad y cumplir con una edad de acuerdo con la siguiente tabla:

 

	Año
	Edad mínima requerida
	Antigüedad mínima requerida

	2017

2018 y 2019

2020 y 2021

2022 y 2023

2024 y 2025

2026 y 2027

2028 y 2029

2030 o posterior
	56

57

58

59

60

61

62

63
	26

27

28

29

30

30

30

30


Para los trabajadores en transición no sindicalizados, el monto de la pensión será el 70% del sueldo regulador establecido en el artículo quinto transitorio. Para los trabajadores en transición sindicalizados será del 100% del salario regulador establecido en el artículo quinto transitorio.

SÉPTIMO.- Para los efectos del artículo 29 de la presente Ley, el trabajador en transición, ya sea sindicalizado o no sindicalizado, tendrá derecho a la pensión por vejez al contar con al menos 63 años de edad y 15 años de servicio.

El monto de la pensión por vejez para los trabajadores en transición no sindicalizados se calculará dependiendo de la antigüedad conforme a la siguiente tabla:

	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	15

16

17

18

19

20

21

22
	38.50%

40.60%

42.70%

44.80%

46.90%

49.00%

51.10%

53.20%
	23

24

25

26

27

28

29

30 o más
	55.30%

57.40%

59.50%

61.60%

63.70%

65.80%

67.90%

70.00%


Estos porcentajes serán con relación al sueldo regulador definido en el artículo quinto transitorio.

El monto de la pensión por vejez para los trabajadores en transición sindicalizados se calculará dependiendo de la antigüedad conforme a la siguiente tabla:

	Antigüedad
	Porcentaje
	Antigüedad
	Porcentaje

	15

16

17

18

19

20

21

22
	50.00%

53.33%

56.67%

60.00%

63.33%

66.67%

70.00%

73.33%
	23

24

25

26

27

28

29

30 o más
	76.67%

80.00%

83.33%

86.67%

90.00%

93.33%

96.67%

100.00%


Estos porcentajes serán con relación al sueldo regulador definido en el artículo quinto transitorio.

OCTAVO.- Para los efectos del artículo 30 de la presente Ley, el trabajador en transición, sindicalizado o no sindicalizado, podrá optar por una pensión anticipada por retiro a partir de los 60 años de edad, el monto de esta pensión se reducirá un 5% con respecto al beneficio que le hubiere correspondido en la pensión descrita en los artículos sexto o séptimo transitorio, según sea el caso, por cada año que le falte para cumplir 63 años.

NOVENO.- Para los trabajadores en transición, las aportaciones a cargo del patrón, descritas en la fracción I del artículo 3 de esta Ley, serán del 15.50% del sueldo de cotización del trabajador en transición sindicalizado o no sindicalizado.

DÉCIMO.- Las cuotas a cargo del trabajador en transición sindicalizado o no sindicalizado, descritas en la fracción II del artículo 3 de esta Ley, serán de un porcentaje de su sueldo de cotización de acuerdo con la siguiente tabla:

	AÑO
	PORCENTAJE

	2017
	0.50%

	2018
	1.00%

	2019
	1.50%

	2020
	2.00%

	2021
	2.50%

	2022
	3.00%

	2023
	3.50%

	2024
	4.00%

	2025
	4.50%

	2026
	5.00%

	2027
	5.50%

	2028
	6.00%

	2029
	6.50%

	2030
	7.00%

	2031
	7.50%

	2032 en adelante
	8.00%


DÉCIMO PRIMERO.- El Gabinete emitirá un reglamento interno para el otorgamiento de créditos quirografarios en un plazo no mayor a 30 días hábiles, a partir de la entrada en vigor del presente decreto.

DÉCIMO SEGUNDO.- El Gabinete emitirá un reglamento interno para el otorgamiento de créditos para la adquisición de propiedades de casa o terrenos, y construcción de las mismas destinadas a la habitación familiar del trabajador con garantía hipotecaria en un plazo no mayor a 180 días hábiles contados a partir de la entrada en vigor del presente decreto.

DÉCIMO TERCERO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a la presente ley.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Trabajo y Previsión Social de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado José María Fraustro Siller, (Coordinador), Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre (Secretario), Dip. Georgina Cano Torralva, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Sergio Garza Castillo (Coordinador), Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga (Secretaria), Dip. José Armando Pruneda Valdez, Dip. Melchor Sánchez de la Fuente, Dip. Irma Leticia Castaño Orozco. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 05 de septiembre de 2017.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE

(SECRETARIO)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP. SERGIO GARZA CASTILLO

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA

(SECRETARIA)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




La Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia: Diputado José María Fraustro Siller, a favor; Diputado Julián Eduardo Medrano Aguirre, a favor; Diputada Georgina Cano Torralva, a favor; Diputado Jesús de León Tello, a favor; Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez a favor.
Comisión de Trabajo y Previsión Social: Diputado Sergio Garza Castillo, a favor; Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, sin rúbrica; Diputado José Armando Pruneda Valdez, a favor; Diputado Melchor Sánchez de la Fuente, a favor; Diputada Irma Leticia Castaño Orozco, a favor.
Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputada Secretaria.

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se acaba de leer, se señala que el mismo será discutido, votado primero en lo general y luego en lo particular.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar en lo general el proyecto de decreto que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico y le solicito a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, se sirva tomar nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Diputado Presidente, le informo el resultado de la votación: 19 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:

Gracias Diputada. 

Esta Presidencia solicita se incluya el voto de la Diputada  Georgina Cano, ¿a favor, verdad? serían 20 votos a favor. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad en lo general el proyecto de decreto que se sometió a consideración.

Y a continuación, esta Presidencia somete a consideración de las Diputadas y Diputados si desean reservarse algún artículo en lo particular, lo indiquen mediante el sistema electrónico a fin de registrar sus intervenciones, solicitándoles de igual manera a quienes hagan uso de la voz que al final de su intervención entreguen por escrito a esta Presidencia la propuesta de modificación al artículo. 
¿Si alguien desea intervenir?  
No habiendo intervenciones, ni habiendo modificaciones a los artículos en lo particular, esta Presidencia declara aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto contenido en el dictamen, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

A continuación, le solicito al Diputado Secretario Javier Díaz González, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen consignado en el Punto 7 C del Orden del Día, previamente aprobado. 

Diputado Secretario Javier Díaz González:

Con su permiso, Diputado Presidente. 

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Francisco I. Madero, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito, un bien inmueble con una superficie de 1,409.06 M2., ubicado en el poblado “Jaboncillo” de esa ciudad, a favor del Gobierno del Estado, para que sea destinado a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, con objeto de que se lleve a cabo la construcción de un edificio para las instalaciones de un Ministerio Público del Fuero Común, el cual fue desincorporado con Decreto número 819 publicado en el Periódico Oficial de fecha 05 de mayo de 2017.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 18 de julio de 2017, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 15 de agosto de 2017, se aprobó por unanimidad de votos de los presentes del Cabildo, enajenar a título gratuito, un bien inmueble con una superficie de 1,409.06 M2., ubicado en el poblado “Jaboncillo” de esa ciudad, a favor del Gobierno del Estado, para que sea destinado a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, el cual fue desincorporado con Decreto número 819 publicado en el Periódico Oficial de fecha 05 de mayo de 2017.

El inmueble antes mencionado cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 35.42 metros y colinda con Boulevard Luis Donaldo Colosio.

Al Este:
mide 47.90 metros y colinda con acceso a la Dirección de Seguridad Pública Municipal.

Al Sur:
mide 32.00 metros y colinda terrenos de la Dirección de Seguridad Pública.

Al Oeste:

mide 37.20 metros y colinda con Solar 5

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento del Municipio de Francisco I. Madero, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de San Pedro del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 5796, Tomo 7, Foja 226, Libro 26-A, Sección I, de fecha 25 de abril del 2001.

TERCERO. La autorización de esta operación es con objeto de que se lleve a cabo la construcción de un edificio para las instalaciones de un Ministerio Público del Fuero Común. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Francisco I. Madero, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la enajenación de la superficie en mención, logrando así la posibilidad de formalizar su posesión y garantizar seguridad en el Municipio, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Francisco I. Madero, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título gratuito, un bien inmueble con una superficie de 1,409.06 M2., ubicado en el poblado “Jaboncillo” de esa ciudad, a favor del Gobierno del Estado, para que sea destinado a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, el cual fue desincorporado con Decreto número 819 publicado en el Periódico Oficial de fecha 05 de mayo de 2017.

El inmueble antes mencionado cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 35.42 metros y colinda con Boulevard Luis Donaldo Colosio.

Al Este:
mide 47.90 metros y colinda con acceso a la Dirección de Seguridad Pública Municipal.

Al Sur:
mide 32.00 metros y colinda terrenos de la Dirección de Seguridad Pública.

Al Oeste:

mide 37.20 metros y colinda con Solar 5

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento del Municipio de Francisco I. Madero, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de San Pedro del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 5796, Tomo 7, Foja 226, Libro 26-A, Sección I, de fecha 25 de abril del 2001.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de que se lleve a cabo la construcción de un edificio para las instalaciones de un Ministerio Público del Fuero Común. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Francisco I. Madero, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término del plazo de veinticuatro meses, contados a partir de su fecha de publicación, se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de las operaciones realizadas con la enajenación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 18 de agosto de 2017. 

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputado Secretario. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración. Las y los Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico y le solicito al Diputado Secretario Javier Díaz González, se sirva tomar nota de la votación e informar sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González:

Diputado Presidente, el resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor; 0 en contra; 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputado Secretario. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como al envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

A continuación, esta Presidencia le solicita a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen consignado en el Punto 7 D del Orden del Día previamente aprobado. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Zaragoza, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita la validación de un acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para enajenar a título gratuito, un bien inmueble con una superficie de 1,200.20 M2., ubicado en el fraccionamiento “Miguel Ortiz San Ángel” de esa ciudad, a favor del Gobierno del Estado, para que sea destinado a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, con objeto de que se lleve a cabo la construcción y equipamiento de la Unidad de Atención Integral y las Unidades de Investigación para el Nuevo Sistema de Justicia Penal, el cual fue desincorporado con Decreto número 631 publicado en el Periódico Oficial de fecha 17 de enero de 2017.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 04 de agosto de 2017, se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio y dictamen.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción I, inciso 10, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, en cumplimiento con lo que señalan los Artículos 302 y 305 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, el Ayuntamiento según consta en certificación del acta de Cabildo de fecha 26 de julio de 2017, se aprobó por unanimidad de votos de los presentes del Cabildo, enajenar a título gratuito, un bien inmueble con una superficie de 1,200.20 M2., ubicado en el fraccionamiento “Miguel Ortiz San Ángel” de esa ciudad, a favor del Gobierno del Estado, el cual fue desincorporado con Decreto número 631 publicado en el Periódico Oficial de fecha 17 de enero de 2017.

El inmueble antes mencionado cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 40.00 metros y colinda con calle San Ignacio.

Al Este:
mide 40.00 metros y colinda con particular Ángel Ortiz.

Al Oriente:
mide 30.00 metros y colinda con propiedad municipal.

Al Poniente:

mide 30.00 metros y colinda con calle Juan Diego.

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento del Municipio de Zaragoza, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Acuña del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 44935, Libro 450, Sección I, de fecha 18 de agosto del 2016.

TERCERO. La autorización de esta operación es con objeto de que se lleve a cabo la construcción y equipamiento de la Unidad de Atención Integral y las Unidades de Investigación para el Nuevo Sistema de Justicia Penal. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

CUARTO.  Esta Comisión de Finanzas encontró que el Municipio de Zaragoza, ha cubierto los requisitos necesarios para la procedencia de la enajenación de la superficie en mención, logrando así la posibilidad de formalizar su posesión y garantizar seguridad en el Municipio, el cual otorgará un beneficio social.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, los integrantes de la Comisión de Finanzas sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO 

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento del Municipio de Zaragoza, Coahuila de Zaragoza, para enajenar a título gratuito, un bien inmueble con una superficie de 1,200.20 M2., ubicado en el fraccionamiento “Miguel Ortiz San Ángel” de esa ciudad, a favor del Gobierno del Estado, el cual fue desincorporado con Decreto número 631 publicado en el Periódico Oficial de fecha 17 de enero de 2017.

El inmueble antes mencionado cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:
mide 40.00 metros y colinda con calle San Ignacio.

Al Este:
mide 40.00 metros y colinda con particular Ángel Ortiz.

Al Oriente:
mide 30.00 metros y colinda con propiedad municipal.

Al Poniente:

mide 30.00 metros y colinda con calle Juan Diego.

Dicho inmueble se encuentra inscrito con una mayor extensión a favor del R. Ayuntamiento del Municipio de Zaragoza, en las Oficinas del Registro Público de la ciudad de Acuña del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la Partida 44935, Libro 450, Sección I, de fecha 18 de agosto del 2016.

ARTÍCULO SEGUNDO. La autorización de esta operación es con objeto de que se lleve a cabo la construcción y equipamiento de la Unidad de Atención Integral y las Unidades de Investigación para el Nuevo Sistema de Justicia Penal. En caso de que a dicho inmueble se le dé un uso distinto a lo estipulado, por ese solo hecho automáticamente se dará por rescindida la enajenación y el predio será reintegrado al Municipio.

ARTÍCULO TERCERO. El Ayuntamiento del Municipio de Zaragoza, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberá formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

ARTÍCULO CUARTO.  En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, al término del plazo de veinticuatro meses, contados a partir de su fecha de publicación, se requerirá de una nueva autorización legislativa para ampliar el plazo, a fin de que se pueda continuar o concluir la formalización de las operaciones realizadas con la enajenación del inmueble a que se refiere el artículo primero de este Decreto.

ARTÍCULO QUINTO. Los gastos de escrituración y registro que se originen de la operación que mediante este decreto se valida, serán por cuenta del beneficiario.

ARTÍCULO SEXTO. El presente decreto deberá insertarse en la escritura correspondiente.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 18 de agosto de 2017. 

POR LA COMISIÓN DE FINANZAS DE LA LX LEGISLATURA 

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Antonio Nerio Maltos

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González.

Secretario  
	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Verónica Martínez García


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Martha Carolina Morales Iribarren


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip.  Luisa Ivone Gallegos Martínez


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza.


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputada Secretaria. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las y los Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico y le solicito a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena,  se sirva tomar nota e informar sobre el resultado de la votación.  

Se abre el sistema de la votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Diputado Presidente, le informo el resultado de la votación: 21 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

A continuación, le solicito al Diputado Secretario Javier Díaz González, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen consignado en el Punto 7 E del Orden del Día previamente aprobado. 

Diputado Secretario Javier Díaz González:

Con su permiso, Diputado Presidente. 

DICTAMEN de la Comisión de Deporte y Juventud de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a un proyecto de iniciativa de reforma a la Ley  del Instituto  de Becas y Apoyos Financieros para la Educación del Estado de Coahuila, en la que se  plantea “considerar indispensable incluir a las personas que se puedan encontrar en situación de vulnerabilidad, como a personas con discapacidad, desplazadas, refugiadas, migrantes, víctimas de delito o violaciones graves a derechos humanos”, presentada por la Diputada   Martha Hortensia Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por  el Pleno del Congreso del Estado, en fecha 28  de junio de 2017, se trató lo relativo a la  Iniciativa ya citada en el proemio de la presente, para realizar la modificar  el contenido del artículo 2  Ley  del Instituto  de Becas y Apoyos Financieros para la Educación del Estado de Coahuila, presentada por  la Diputada   Martha Hortensia Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional.

SEGUNDO. De conformidad con el artículo 101 de la Ley Orgánica del Congreso, se dispuso que dicha iniciativa fuera turnada a la Comisión de Deporte y Juventud para efecto de emitir el dictamen  correspondiente.

TERCERO. Que mediante oficio de fecha 29 de junio de 2017 el Oficial Mayor turnó a ésta Comisión el proyecto de iniciativa multicitado en términos de lo acordado por el Pleno; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que ésta Comisión, con fundamento en los artículos 101, 115, 164 y 183 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen por el acuerdo tomado por el Pleno del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que en el contenido de la iniciativa turnada  a ésta Comisión, en la exposición de motivos, la autora refiere que:

Inicio de la cita textual “……La educación es un derecho humano reconocido en el orden jurídico internacional, en diversos instrumentos, desde la Declaración Universal de Derechos Humanos hasta diversas convenciones, como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966), la Convención sobre los Derechos del Niño (1989) y la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (1979).

Aunado a estos dispositivos, existen diversas recomendaciones emitidas por los organismos internacionales, así como marcos y programas de acción, orientados a garantizar la aplicación de este derecho o de alguno de sus aspectos particulares.

La Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) concibe a la educación como una prerrogativa esencial para poder ejercer todos los demás derechos. La educación, señala la referida Organización, promueve la libertad y la autonomía personal y genera importantes beneficios para el desarrollo. 

La Constitución de la UNESCO establece ciertos principios fundamentales para dar vida a ese derecho, tales como el principio de la no discriminación, la igualdad de oportunidades y de trato, el acceso universal a la educación y el principio de solidaridad.

En virtud de lo anterior, al ser reconocida la educación como un derecho humano, existen entonces una serie de obligaciones a cargo de los Estados:

En primer término, la obligación de respetar, que exige del Estado evitar tomar medidas que estorben o impidan el disfrute del derecho a la educación.

La de proteger, que tiene por objeto que el Estado tome medidas para prevenir que una tercera parte pueda interferir en el ejercicio del derecho a la educación. 

Finalmente la obligación de garantizar el ejercicio de este derecho que además de lo anterior, supone facilitar y suministrar. Al respecto, la obligación de facilitar le impone al Estado la adopción de medidas positivas con el fin de ayudar a los particulares y a las comunidades a disfrutar del derecho a la educación.

En ese sentido, las acciones positivas pueden ser de muy diversa índole. Entre ellas, destacan las estrategias dirigidas al otorgamiento de becas y créditos educativos. 

Al respecto, en el Estado de Coahuila de Zaragoza, existe un Instituto de Becas y Apoyos Financieros para la Educación, como organismo público descentralizado de la administración pública estatal, sectorizado a la Secretaría de Educación Pública.

De acuerdo al artículo segundo de la Ley del Instituto de Becas y Apoyos Financieros para la Educación del Estado de Coahuila, este organismo tiene por objeto promover, coordinar, difundir y ejecutar las acciones necesarias para otorgar becas, estímulos económicos y apoyos financieros de naturaleza educativa, científica o de investigación, a estudiantes destacados o que no cuenten con los recursos económicos para asistir a los centros educativos oficiales o particulares en que cursen o hayan de cursar sus estudios en cualquier nivel educativo.

De lo anterior, y de un análisis de la referida ley, podemos concluir que existen, en términos generales, dos grandes supuestos en los que una persona puede acceder a las becas, estímulos económicos y apoyos financieros de naturaleza educativa, científica o de investigación que puede otorgar o promover el Instituto: Por un lado, cuando se trata de estudiantes destacados; lo cual generalmente se mide por el desempeño académico  a partir de los parámetros establecidos en el reglamento de la ley. Por otra parte, se contempla a las personas que no cuenten con los recursos económicos para asistir a los centros educativos en que cursen o hayan de cursar sus estudios en cualquier nivel educativo.

Sin embargo, la realidad en la entidad nos permite advertir que pueden existir otros supuestos en los que una persona pueda necesitar de una beca, estímulo económico o apoyo financiero de naturaleza educativa; me refiero a las personas que se pueden encontrar en situación de vulnerabilidad.

En efecto, una persona que se encuentra en situación de vulnerabilidad puede necesitar de una beca, estímulo económico o apoyo financiero de naturaleza educativa, aunque no se sitúe en los supuestos establecidos en la Ley del Instituto de Becas y Apoyos Financieros para la Educación del Estado de Coahuila o su reglamento.

En este supuesto, podemos encontrar a personas con discapacidad, personas desplazadas, refugiadas, migrantes, víctimas de delito o violaciones graves a derechos humanos. Sobre este último supuesto, por ejemplo, podemos referirnos a los familiares de personas desaparecidas.

En muchos casos, la persona desaparecida es quien aportaba los recursos económicos a la familia, por lo que la desaparición, como pluriofensivo delito, impacta a la economía familiar, sin embargo, en algunas ocasiones este impacto no se percibe en una entrevista o inspección de trabajo social.

Puede ser que la familia habite en un inmueble de alto valor, situado en una zona considerada incluso residencial, porque los ingresos del familiar desparecido permitieron en su momento adquirir ese inmueble. Sin embargo, a partir de su desaparición la familia ya no cuenta con ese ingreso. 

Asimismo, es difícil que los familiares en edad escolar, puedan tener o conservar un promedio necesario para acceder a una beca, puesto que el estrés generado por ese hecho afecta profundamente el desarrollo de todas las actividades de esa persona.

Como se puede advertir, en el supuesto antes referido, y que ha sido expuesto a manera de ejemplo, un familiar de persona desaparecida, en principio puede considerarse que tiene los recursos económicos suficientes para acceder a estudiar, o que no cumple con el requisito de tener el promedio necesario para acceder a una beca. 

Sin embargo, un análisis más profundo de su situación, hace posible concluir que efectivamente pude requerir de un apoyo educativo. Lo mismo pasa si analizamos el caso de las personas refugiadas, desplazadas, migrantes o bien con alguna discapacidad, o de cualquier persona que se pueda encontrar en situación de vulnerabilidad. 

Quienes suscribimos esta iniciativa, reconocemos el trabajo realizado por la Dirección del Instituto de Becas y Apoyos Financieros para la Educación del Estado de Coahuila, que a partir de convenios y otros instrumentos han apoyado a familiares de personas desaparecidas y refugiadas.

Sin embargo, se considera indispensable incluir a las personas que se puedan encontrar en situación de vulnerabilidad, como posibles beneficiarios de las becas, estímulos económicos y apoyos financieros de naturaleza educativa, científica o de investigación que puede otorgar o promover el Instituto de Becas y Apoyos Financieros para la Educación del Estado de Coahuila……..” Fin de la cita textual.
TERCERO.- La autora de la iniciativa propone realizar la siguiente reforma a la  Ley  del Instituto  de Becas y Apoyos Financieros para la Educación del Estado de Coahuila:

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el artículo 2 para quedar como sigue:

ARTÍCULO 2. El Instituto tendrá por objeto promover, coordinar, difundir y ejecutar las acciones necesarias para otorgar becas, estímulos económicos y apoyos financieros de naturaleza educativa, científica o de investigación, a estudiantes destacados o que no cuenten con los recursos económicos para asistir a los centros educativos oficiales o particulares en que cursen o hayan de cursar sus estudios en cualquier nivel educativo, así como a los que se encuentren en situación de vulnerabilidad, por ser personas con discapacidad, personas desplazadas, refugiadas, migrantes, víctimas de delito o violaciones graves a derechos humanos.

Cuarto.-  Esta dictaminadora analizó la iniciativa de la promovente, encontrando que en efecto, el abanico de educandos que requieren el apoyo financiero del estado para continuar con sus estudios es muy amplio, y, a ello va encaminado nuestro sistema de desarrollo social y de asistencia pública, a proteger y brindar los apoyos mínimos necesarios para los llamados grupos vulnerables. Esto lo podemos verificar en ordenamientos como la Ley General de Desarrollo Social, que establece:

Artículo 4…….

……….

VI. Grupos sociales en situación de vulnerabilidad: Aquellos núcleos de población y personas que por diferentes factores o la combinación de ellos, enfrentan situaciones de riesgo o discriminación que les impiden alcanzar mejores niveles de vida y, por lo tanto, requieren de la atención e inversión del Gobierno para lograr su bienestar;

Artículo 6. Son derechos para el desarrollo social la educación, la salud, la alimentación nutritiva y de calidad, la vivienda, el disfrute de un medio ambiente sano, el trabajo y la seguridad social y los relativos a la no discriminación en los términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 8. Toda persona o grupo social en situación de vulnerabilidad tiene derecho a recibir acciones y apoyos tendientes a disminuir su desventaja.

Artículo 9. Los municipios, los gobiernos de las entidades federativas y el Poder Ejecutivo Federal, en sus respectivos ámbitos, formularán y aplicarán políticas compensatorias y asistenciales, así como oportunidades de desarrollo productivo e ingreso en beneficio de las personas, familias y grupos sociales en situación de vulnerabilidad, destinando los recursos presupuestales necesarios y estableciendo metas cuantificables.

Asimismo, la Ley de Asistencia Social (Federal), dispone:

Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley, se entiende por asistencia social el conjunto de acciones tendientes a modificar y mejorar las circunstancias de carácter social que impidan el desarrollo integral del individuo, así como la protección física, mental y social de personas en estado de necesidad, indefensión desventaja física y mental, hasta lograr su incorporación a una vida plena y productiva.

Artículo 4.- Tienen derecho a la asistencia social los individuos y familias que por sus condiciones físicas, mentales, jurídicas, o sociales, requieran de servicios especializados para su protección y su plena integración al bienestar.

Con base en lo anterior, son sujetos de la asistencia social, preferentemente:

……………

I. Todas las niñas, niños y adolescentes, en especial aquellos que se encuentren en situación de riesgo o afectados por:

………..

i) Infractores y víctimas del delito;

………….

k) Ser migrantes y repatriados;

………..

II. Las mujeres:

a) En estado de gestación o lactancia, las madres adolescentes y madres solas que tengan a su cuidado hijos menores de dieciocho años de edad;

III. Indígenas migrantes, desplazados o en situación vulnerable;

IV. Migrantes;

En este orden, consideramos que la iniciativa es fundada al pretender incluir a los grupos humanos ya descritos como beneficiarios del sistema de becas y apoyos financieros del estado, cuando cumplen con los requisitos y se ubican en los supuestos de la normatividad aplicable.

QUINTO.  En este orden de ideas, esta dictaminadora  considera oportuna y justificada la iniciativa analizada, en los términos en que ha sido planteada; con la salvedad de que consideramos necesario aclarar que se modifica el primer párrafo del artículo 2, pues consta éste dispositivo de cinco párrafos, y la promovente no señala o pide la derogación de las restantes porciones normativas. Así las cosas, esta comisión procedió a realizar el punteado necesario para la conservación del resto del texto del artículo multicitado; así como la aclaración de que se refiere al primer párrafo.

Por las consideraciones expuestas, los integrantes de esta Comisión de Deporte y Juventud, tenemos a bien expedir el presente:

 Dictamen

Único.  Se aprueba la iniciativa propuesta por la Diputada   Martha Hortensia Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben” en los términos en que fue planteada, conforme al presente Dictamen, y se pone a consideración del Pleno el siguiente:

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO: Se reforma el  primer párrafo del artículo 2 de La Ley del Instituto de Becas y Apoyos Financieros para la Educación del Estado de Coahuila, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 2. El Instituto tendrá por objeto promover, coordinar, difundir y ejecutar las acciones necesarias para otorgar becas, estímulos económicos y apoyos financieros de naturaleza educativa, científica o de investigación, a estudiantes destacados o que no cuenten con los recursos económicos para asistir a los centros educativos oficiales o particulares en que cursen o hayan de cursar sus estudios en cualquier nivel educativo, así como a los que se encuentren en situación de vulnerabilidad, por ser personas con discapacidad, personas desplazadas, refugiadas, migrantes, víctimas de delito o violaciones graves a derechos humanos.
 …………..

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 10 DE AGOSTO DE 2017

Sala de Comisiones Federalismo Mexicano del Recinto Miguel Ramos Arizpe, en la Ciudad de Saltillo, Coahuila a los diez días del mes de 10 de AGOSTO de 2017.

POR LA COMISION DE DEPORTE Y JUVENTUD

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. José Armando Pruneda Valdez

Coordinador


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza

Secretario


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Javier Díaz González


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Georgina Cano Torralva


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Ma. Del Socorro Lozano Dávila


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputado Secretario.

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las y los Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico y le solicito al Diputado Javier Díaz González,  se sirva informar sobre el resultado de la votación. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González:

Diputado Presidente, el resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor; 0 en contra; 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

A continuación, esta Presidencia concede la palabra a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, para que en la forma aprobada se sirva dar lectura del dictamen consignado en el Punto 7 F del Orden del Día previamente aprobado. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Con su permiso, Diputado Presidente. 

DICTAMEN de la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo al Oficio del Secretario del Ayuntamiento de Torreón, Coahuila, mediante el cual envía certificación de un acta de cabildo, en la que hace del conocimiento de este congreso, que el ayuntamiento de dicho municipio, autorizo la actualización o cambio de denominación del contrato de concesión de la prestación del servicio de agua potable y saneamiento de la colonia Torreón Jardín; y

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 11 de julio del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, la certificación a que se ha hecho referencia;

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua; y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que con fundamento en los artículos 100, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen;
SEGUNDO. Que conforme a lo dispuesto en el artículo 158-U, fracción V, de la Constitución Política del Estado, y en el artículo 102, fracción II numeral 2, del Código Municipal para el Estado de Coahuila, los ayuntamientos están facultados para otorgar concesiones para el uso, aprovechamiento y explotación de los bienes inmuebles del dominio público municipal y de los servicios públicos;

TERCERO.- Que la persona moral denominada Torreón Jardín, S.A. fue la empresa urbanizadora y fraccionadora de la colonia Torreón Jardín, obteniendo la concesión para prestar el servicio de agua potable, y saneamiento, cuyo contrato de concesión fue aprobado y publicado en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila el 29 de Enero de 1944, posteriormente actualizando su vigencia mediante decretos del 19 de diciembre de 1959, y del 8 de mayo de 1987,  para concluir en el año 2067;

CUARTO.- Que la persona moral Torreón Jardín concluyó su objeto en la colonia en 1979, cediendo todos los derechos a la Sociedad Cooperativa de Consumo de Servicios de la Colonia Torreón Jardín, S.C.L., continuando en operación el contrato de concesión para el servicio de agua potable y saneamiento dentro del perímetro de la Colonia Torreón Jardín;

QUINTO.- Actualmente la Sociedad Cooperativa de Consumo de Servicios de la Colonia Torreón Jardín, S.C.L., cuenta con dos títulos de concesión: #07C0A114031/36HMDA80 y #07C0A115324/36HMDA11, ambos otorgados por la Comisión Nacional del Agua, con los que explota y otorga el servicio de agua potable en la colonia Torreón Jardín;

SEXTO.- Que el 13 de febrero de 2017 los miembros de la Comisión del Agua del municipio de Torreón, Coahuila, aprobaron por unanimidad autorizar el cambio de nombre de la persona moral Torreón Jardín, S.A. en el contrato de suministro de agua potable y saneamiento de la Colonia Torreón Jardín para quedar como: Sociedad Cooperativa de Consumo de Servicios de la Colonia Torreón Jardín, S.C.L.;
SÉPTIMO.- Que de conformidad a lo expuesto, con fecha 21 de febrero de 2017 se aprobó por el Cabildo del R. Ayuntamiento de Torreón autorizar el cambio de denominación señalado;
OCTAVO.- Que en atención a lo que se establece en los considerandos anteriores, el Ayuntamiento del Municipio de Torreón, acordó solicitar la autorización del Congreso del Estado para actualizar y cambiar la denominación de la persona moral Torreón Jardín, S.A. para quedar como: Sociedad Cooperativa de Consumo de Servicios de la Colonia Torreón Jardín, S.C.L.

Por las consideraciones que anteceden y con la finalidad de dar cumplimiento a lo dispuesto en la Ley de Aguas de los Municipios del Estado de Coahuila se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

D E C R E T O

ARTÍCULO ÚNICO.- Se autoriza al Ayuntamiento del Municipio de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para que actualice y cambie la denominación en el contrato de suministro de agua potable y saneamiento de la Colonia Torreón Jardín de la persona moral Torreón Jardín, S.A., para quedar como: Sociedad Cooperativa de Consumo de Servicios de la Colonia Torreón Jardín, S.C.L.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza (Coordinador), Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga (Secretaria), Dip. Irma Leticia Castaño Orozco, Dip. Lariza Montiel Luís, Dip. Graciela Trueba Carrillo.  En la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a 28 de agosto de 2017.
COMISION DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTÍCULOS

	DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA

(Coordinador)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN

SI

CUALES



	DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA

(Secretaria)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN

SI

CUALES



	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN

SI

CUALES



	DIP. LARIZA MONTIEL LUIS
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN

SI

CUALES



	DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCIÓN

SI

CUALES




Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputada Secretaria. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de dictamen, contenido.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las y los Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico, y le solicito a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, se sirva tomar nota de la votación e informar sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Diputado Presidente, el resultado de la votación es el siguiente: 21 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se  sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como  a su envío al  Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

A continuación, esta Presidencia le solicita al Diputado Secretario Javier Díaz González, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen consignado en el Punto 7 G del Orden del Día previamente aprobado. 

Diputado Secretario Javier Díaz González:

Con su permiso, Diputado Presidente. 

DICTAMEN de la Comisión de Igualdad y No Discriminación de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 11 y 13, fracción III, de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que por acuerdo de la Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso, en Sesión celebrada el día 27 de septiembre del año 2016, se acordó turnar a esta Comisión de Igualdad y No Discriminación, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.
SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Igualdad y No Discriminación, la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 11 y 13, fracción III, de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión es competente para emitir el presente Dictamen, con fundamento en los Artículos 88 y 90, fracciones V y VI, y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.-  Que la Iniciativa en comento se basa, entre otras consideraciones y conforme a la Exposición de Motivos de la misma, en que al reconocer la vigencia de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares, es siempre en el entendido de que su alcance tendrá que ser graduado o modulado en cada caso, atendiendo al peso relativo de los derechos o intereses con los que aquéllos se confronten. 

En el caso de las relaciones entre particulares, los derechos fundamentales se enfrentan, en la mayoría de las ocasiones, a límites específicos y derivados de los principios del Derecho Privado. Lo que está en juego, a fin de cuentas, es el frágil equilibrio entre estos derechos y el principio de autonomía de la voluntad personal.

Un factor a tomar en cuenta, es la repercusión social de la discriminación, es decir la existencia de un patrón de conducta generalizado o bastante extendido, desde un punto de vista sociológico. Cuando concurre esta circunstancia, la decisión discriminatoria deja de ser un asunto estrictamente privado y pasa a ser un asunto de relevancia pública y la posible afectación al núcleo esencial de la dignidad de la persona discriminada es decir, la discriminación al contratar personal para laboral en una empresa.

Que es necesario evitar malas prácticas por parte de los empresarios en los que sus anuncios de ofertas laborales engloban en su gran mayoría rangos de edad, sexo, religión, etc. los cuales resultan a todas luces violatorias de derechos humanos, ya que ninguno de estos rangos implica efectividad y conocimiento, pues no existe una razón suficiente para considerar que solamente las personas entre determinados rangos pueden llevar a cabo ciertas funciones bajo altos parámetros de eficiencia.

TERCERO.-  Que la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 11 y 13, fracción III, de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, pretende proteger a cualquier ciudadano que tenga aptitud de salir adelante de sobrevivir en el camino de la vida, gozando de iguales oportunidades que cualquier persona, además de que busca evitar la promoción de nuevos factores de desequilibro social y laboral, tales como el sexo, la raza, la edad, la pertenencia a una minoría religiosa o a una determinada opción sexual, y favorecer con esto la no discriminación y promover una política laboral libre de prejuicios y estereotipos.

CUARTO.- Que la Comisión de Igualdad y No Discriminación busca privilegiar todas aquellas iniciativas que favorezcan la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres de Coahuila, y en virtud de que esta propuesta enfatiza la reivindicación de la dignidad de las personas, independientemente de su edad, sexo, estado civil, religión y grupo étnico y promueve a todos como sujetos de derechos humanos, priorizándose el respeto y tolerancia a la diferencia, aceptándose el valor e importancia de aquellas para aportar a la sociedad, y por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, los integrantes de la Comisión de Igualdad y No Discriminación sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se reforma el párrafo segundo, recorriendo el subsecuente del artículo 11, así como la fracción III del artículo 13 recorriendo las fracciones subsecuentes, de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 11. Las entidades públicas, en el ámbito de sus competencias, promoverán y establecerán los instrumentos legales y materiales necesarios para garantizar el derecho fundamental a la no discriminación, a la igualdad de oportunidades y de trato.

Ningún particular persona física o moral podrá establecer actos discriminatorios como estereotipos sexistas o rangos de edad, en las convocatorias de ofertas laborales.

Los particulares deberán cumplir con las disposiciones que dicten las autoridades conforme a esta ley y demás disposiciones aplicables, para asegurar el respeto y cumplimiento del principio de no discriminación.

ARTICULO 12………………………………………………………………………….

ARTICULO 13. Queda prohibida toda práctica discriminatoria que tenga por objeto impedir o anular el reconocimiento o ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportunidades. 

Se consideran prácticas discriminatorias:

I y II…………………………………………………………………...

III.- Establecer actos discriminatorios como estereotipos sexistas o rangos de edad, en las convocatorias de ofertas laborales;

IV al XXXI………………………………………………………………

TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 11 de agosto de 2017. 

POR LA COMISIÓN DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN
DE LA LX LEGISLATURA.

	
	VOTOS
	FIRMA DE DICTAMEN

	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

(COORDINADORA)
	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS (SECRETARIA)


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. LEONEL CONTERAS PÁMANES


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	


Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputado Secretario. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.   Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención.  

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las y los Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico y solicito al Diputado Javier Díaz González se sirva tomar nota de la votación e informar sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González:

Diputado Presidente, el resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor; 0 votos en contra; 0 abstenciones. 

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputado Secretario. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

A continuación, esta Presidencia le solicita a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen consignado en el Punto 7 H del Orden del Día previamente aprobado. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Con su permiso, Diputado Presidente. 

DICTAMEN de la Comisión de Igualdad y No Discriminación de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a una Iniciativa que reforma y adiciona las fracciones III y IV, recorriendo las ulteriores del Artículo 43 de la Ley de Igualdad entre las Mujeres y Hombres en el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo” del Partido Socialdemócrata de Coahuila, de manera conjunta con el Diputado Francisco Tobías Hernández del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido Revolucionario Institucional; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que por acuerdo de la Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso, en Sesión celebrada el día 10 de noviembre del año 2015, se acordó turnar a esta Comisión de Igualdad y No Discriminación, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Igualdad y No Discriminación, la Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se reforma y adiciona las fracciones III y IV, recorriendo las ulteriores del Artículo 43 de la Ley de Igualdad entre las Mujeres y Hombres en el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo” del Partido Socialdemócrata de Coahuila, de manera conjunta con el Diputado Francisco Tobías Hernández del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido Revolucionario Institucional; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión es competente para emitir el presente Dictamen, con fundamento en los Artículos 88 y 90, fracciones V y VI, y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO.- Que la Iniciativa en comento se basa, entre otras consideraciones y conforme a la Exposición de Motivos de la misma, en que no obstante que en 1953 se otorgó a las mujeres mexicanas el derecho al sufragio, con el tiempo se hizo evidente que las mujeres siguieron enfrentándose a una serie de obstáculos que las ponían en desventaja frente a los hombres cuando intentaban participar activamente en la vida pública del país. Se entendió entonces que la mera igualdad formal era insuficiente para lograr una mayor equidad entre hombres y mujeres en el ámbito político y, de esta forma, comenzaron a concebirse acciones afirmativas para perseguir esa equidad.

TERCERO.- Que la Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se reforma y adiciona las fracciones III y IV, recorriendo las ulteriores del Artículo 43 de la Ley de Igualdad entre las Mujeres y Hombres en el Estado de Coahuila de Zaragoza, busca consolidar el reconocimiento de los derechos de las mujeres coahuilenses, y generar más participación a las mujeres coahuilenses en el área política.

CUARTO.- Que los integrantes de la Comisión de Igualdad y No Discriminación buscan privilegiar todas aquellas iniciativas que favorezcan la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres de Coahuila, para el buen ejercicio del respeto e igualdad de género para una relación sustentable. 

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, los integrantes de la Comisión de Igualdad y No Discriminación sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se reforma y adiciona las fracciones III y IV recorriendo todas las ulteriores del artículo 43 de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 43. Acciones en materia política, educativa y laboral. 

Para los efectos de lo previsto en el artículo anterior, las entidades públicas desarrollarán las siguientes acciones: 

I.   ………………………………………………………………………………


II.…………………………………………………………………………………..


III. Garantizar la implantación de mecanismos que promuevan la participación equilibrada entre mujeres y hombres en los cargos de elección popular;

IV. Promover la participación equitativa del 50% en cargos públicos de Directora o Director General; Directora o Director Ejecutivo y Directora o Director de Área, de los órganos político-administrativos;

V.   ………………………………………………………………………………


TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su Publicación en el Periódico oficial del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 11 de agosto de 2017. 

POR LA COMISIÓN DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN 

DE LA LX LEGISLATURA.

	
	VOTOS
	FIRMA DE DICTAMEN

	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

(COORDINADORA)
	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS (SECRETARIA)


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. LEONEL CONTERAS PÁMANES


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	


Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputada Secretaria. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico.  

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las y los Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico.  Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, sírvase tomar nota de la votación e informar sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Diputado Presidente,  el resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo: 

Muchas gracias, Diputada Secretaria. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como la información al Ejecutivo y el envío para su promulgación, publicación y observancia. 

A continuación, le solicito al Diputado Secretario  Javier Díaz González, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen consignado en el Punto 7 I del Orden del Día previamente aprobado. 

Diputado Secretario Javier Díaz González:

Con su permiso, Diputado Presidente. 

DICTAMEN de la Comisión de Igualdad y No Discriminación de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma y adiciona el Artículo 13, fracciones XXIX y XXX, recorriendo la ulterior, de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo” del Partido Socialdemócrata de Coahuila.
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que por acuerdo de la Presidencia de la Mesa Directiva del Congreso, el día 4 de noviembre del año 2015, se acordó turnar a esta Comisión de Igualdad y No Discriminación, la  iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Igualdad y No Discriminación, la Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma y adiciona el Artículo 13, fracciones XXIX y XXX, recorriendo la ulterior, de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión es competente para emitir el presente Dictamen, lo anterior de acuerdo  a  lo  previsto   por  los  Artículos 88 y 90, fracciones V y VI,  y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO.-  Que dicha iniciativa, pretende dejar claro que para efectos jurídicos, la discriminación ocurre solamente cuando hay una conducta que demuestre distinción, exclusión o restricción, a causa de alguna característica propia de la persona que tenga como consecuencia anular o impedir el ejercicio de un derecho.

TERCERO.-  Que en la Iniciativa en comento, se reconoce que las políticas públicas implementadas por el Gobierno del Estado han promovido la erradicación de las prácticas discriminatorias, y por supuesto que han favorecido y mejorado las condiciones de las personas que en algún momento de su vida han sufrido discriminación, pero por otro lado, es importante contribuir a la tarea de erradicar cualquier tipo de distinción o discriminación en nuestra entidad y de la misma manera promover la igualdad entre las y los coahuilenses.

CUARTO.-  Que ésta Comisión, una vez que analizó la Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma y adiciona el Artículo 13, fracciones XXIX y XXX, recorriendo la ulterior, de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, concluye que la misma tiene como objetivo fundamental  darle una ampliación a los conceptos que son considerados prácticas discriminatorias dentro de la ley, y que por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesarios para elaborar el presente dictamen, por lo que se somete a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se reforma y adiciona el Artículo 13, fracciones XXIX y XXX recorriendo la ulterior de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 13. Queda prohibida toda práctica discriminatoria que tenga por objeto impedir o anular el reconocimiento o ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportunidades.

Se consideran prácticas discriminatorias:

I……………………………………...

II……………………………………. 

III…………………………………….

…………………………………………………………………………………………………………………………

…………………………………………………………………….…………………………………………………

XXIX. Criminalizar a cualquier persona, grupo o comunidad. 

XXX. Impedir el acceso a los inmuebles que brinden servicio o atención al público o establecimientos mercantiles derivada de falta de accesibilidad de los mismos motivos que se relacionan en el artículo 3° fracción VI de la presente ley.

XXXI. En general cualquier conducta discriminatoria, en los términos de la fracción VI del artículo 3° de esta ley.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 11 de agosto de 2017. 

POR LA COMISIÓN DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN 

DE LA LX LEGISLATURA.

	
	VOTOS
	FIRMA DE DICTAMEN

	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

(COORDINADORA)
	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS (SECRETARIA)


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. 
MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. LEONEL CONTERAS PÁMANES


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	


Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:

Gracias,  Diputado Secretario. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las y los Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico y le solicito al Diputado Javier Díaz González,  se sirva informar sobre el resultado de la votación. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputado Secretario Javier Díaz González:

Diputado Presidente,  el resultado de la votación es el siguiente: 22 votos a favor; 0 en contra; 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputado Secretario. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

Agotados los puntos del Orden del Día y siendo las 13:00 horas del día 6 de Septiembre del año 2017, se da por concluida esta Segunda Sesión del Segundo Período Ordinario de Sesiones del Tercer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

Se cita a las compañeras Diputadas y Diputados a sesionar el día de hoy en 30  minutos. 

Y quiero agradecer la colaboración de mis compañeros Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, al Diputado Secretario Javier Díaz González, la Diputada Vicepresidenta  Irma Leticia Castaño Orozco y al Diputado Vicepresidente Luis Gurza Jaidar, la participación para llevar la presente sesión.  

Muchas gracias y continuaremos en 30 minutos.  Que tengan buen receso. 
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